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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 14, SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 21, 22, 27, 29, 30 

Y LAS FRACCIONES II Y IV DEL ARTÍCULO 34 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 25 BIS  

DE LA LEY DE PLANEACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA. 

 

 

Irma Juan Carlos diputada de la LXVI Legislatura del Honorable Congreso de 

la Unión, integrantes del Grupo Parlamentario de MORENA, con fundamento 

en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de esta 

soberanía, Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se proponen 

reformas y adiciones a diversos artículos de la Ley de Planeación a cargo de 

la diputada Irma Juan Carlos, del Grupo Parlamentario de Morena, al tenor 

de la siguiente 

Exposición de Motivos 

 

 

En México, se considera la planificación como el instrumento esencial para 

que el Estado cumpla de manera eficiente su compromiso en el desarrollo 

completo del país. La responsabilidad de liderar la planificación nacional del 

desarrollo recae en el Ejecutivo Federal y se concibe como la estructuración 

sistemática y coherente de acciones orientadas a modificar la realidad 

nacional de acuerdo con los principios, regulaciones y metas establecidos 

en la Constitución y las leyes.  

 

A través del proceso de planificación, se establecen objetivos, metas, 

estrategias y prioridades, se asignan recursos y responsabilidades, se definen 
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plazos para la implementación, se coordina la ejecución de acciones y se 

efectúa la evaluación de los resultados obtenidos. El artículo 25 de la 

Constitución Federal establece los fundamentos de la responsabilidad del 

Estado en la dirección del desarrollo nacional, la cual debe llevarse a cabo 

a través de una planificación claramente delineada.  

 

En primer lugar, la planificación como disciplina plantea una evolución hacia 

una mirada de la planificación y la gestión pública para el desarrollo no 

dicotómico sino integrado. En segundo lugar, la planificación tiene que ver 

con los cambios políticos y sociales del mundo y la región y los desafíos que 

estos plantean en materia de construcción de liderazgo público y social. En 

tercer lugar, se relaciona con la evolución económica de mediano plazo y 

coyuntural de la región, que desemboca en desafíos de hondo calado, 

como los formulados por la Comisión Económica para América Latina y el 

Caribe (CEPAL) (2016)1 

 

Asimismo, el artículo 26 Constitucional dispone la creación de un Sistema 

Nacional de Planeación con la finalidad de alcanzar un crecimiento 

económico que incida de manera positiva en la generación de empleo y, lo 

que es aún más trascendental, asegure una equitativa distribución de la 

riqueza y los ingresos en el país. 

La planificación no se reduce únicamente a un proceso de racionalización, 

tampoco se limita a una simple acción de justicia por parte del Estado. Más 

bien, encarna el cumplimiento de una responsabilidad que emana de los 

 
1 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Horizontes 2030: la igualdad en el 
centro del desarrollo sostenible (LC/G.2660/Rev.1), Santiago, 2016. 
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principios consagrados en la ley fundamental del país. Constituye una vía 

para afirmar y materializar los derechos de la comunidad nacional.  

 

La implementación de un Sistema Nacional de Planeación adquiere una 

profunda relevancia, ya que su ejecución implica la adopción de enfoques 

distintos en la gestión pública y en la coordinación entre esta última y las 

actividades de los grupos sociales. Es imperativo que se establezcan 

conexiones coherentes entre las diversas actividades del sector público en el 

contexto del desarrollo económico y social.  

 

Para iniciar un sistema de planificación, es necesario adaptar los 

procedimientos convencionales utilizados en la elaboración de planes, 

programas y proyectos de inversión, así como en la asignación de recursos y 

en la definición de políticas e instrumentos. Este proceso se lleva a cabo con 

el propósito de garantizar que estos elementos se desarrollen de manera 

armónica entre sí y de acuerdo con lo que establece el sistema.  

 

Se han realizado diversos estudios sobre la desigualdad en México, algunos 

de los más importantes fueron realizados por organizaciones no 

gubernamentales como OXFAM, los que muestran una acentuada 

determinación estructural de la desigualdad y advierten sobre los aspectos 

negativos que esto trae aparejado. Con base en estos datos mencionan que, 

si bien la desigualdad en México ha disminuido, se mantiene en un nivel 

elevado2. 

 

 
2 Esquivel, Gerardo, Desigualdad extrema en México, Concentración del poder económico y político, 
OXFAM México, 2015, p.12 
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La inclusión de la sociedad en el proceso de elaboración del Plan tiene como 

finalidad proporcionar información valiosa y mejorar la formulación de 

políticas públicas para de manera integral garantizar que dichas políticas 

estén en consonancia con las preocupaciones y requerimientos de una 

amplia gama de actores sociales, lo que implica que las opiniones de las 

entidades federales, los municipios, las comunidades indígenas, los 

organismos autónomos, los grupos con prioridad y los académicos son 

bienvenidas y consideradas. 

 

En México existen 68 pueblos indígenas más el pueblo afromexicano, de estos 

“7.2 millones de mexicanas y mexicanos hablan una lengua indígena y casi 

25.7 millones (21.5% de la población nacional se identifican como 

indígenas”3.  Es por ello que es prioritario dar atención integral de esta 

población, por estos motivos al menos siete comunidades originarias han 

alcanzado un acuerdo con el gobierno federal para emprender  planes 

integrales de desarrollo. Estos planes tienen como principal objetivo atender 

las demandas de los pueblos que durante años han sido ignoradas,  como el 

derecho a la tierra y el territorio, el derecho al agua, buscar un bienestar 

integral y respetar y fomentar las cosmovisiones y la cultura de los pueblos. 

Los Planes Integrales de Desarrollo de los pueblos indígenas en México son 

una iniciativa gubernamental diseñada para abordar las necesidades 

históricas y legítimas de las comunidades indígenas y afromexicanas. Estos 

planes se desarrollan de manera participativa, en colaboración con las 

formas de organización y la cultura de estos pueblos. El objetivo principal es 

 
3 
https://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=pagina&id=109&id_opcion=42&op=42#:~:text=
Seg%C3%BAn%20datos%20de%20la%20Encuesta,una%20situaci%C3%B3n%20de%20discriminaci%C3%
B3n%20estructural. 
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crear las condiciones para que ejerzan sus derechos, incluyendo la libre 

determinación, autonomía y el uso de sus tierras y recursos naturales. Los 

planes son reparatorios, integrales y se basan en acuerdos con los gobiernos 

tradicionales, abordando diversas áreas relacionadas con el bienestar 

común de las comunidades indígenas y afromexicanas. 

 

Los Planes Integrales de Desarrollo de los pueblos indígenas en México son un 

enfoque del gobierno para atender las largas necesidades y legítimas 

demandas de las comunidades indígenas y afromexicanas. Estos planes se 

desarrollan de manera colaborativa, teniendo en cuenta las formas de 

organización y la cultura de estos pueblos. El objetivo principal es crear las 

condiciones para que estas comunidades ejerzan sus derechos, incluyendo 

su capacidad de tomar decisiones y gestionar sus tierras y recursos naturales.  

 

Los Planes buscan enmendar las injusticias históricas que han enfrentado 

estas comunidades a lo largo del tiempo. Son planes integrales que aborda 

una variedad de áreas relacionadas con el bienestar de las comunidades, y 

se basa en acuerdos con los líderes tradicionales de los pueblos indígenas y 

afromexicanos. Esto es un proceso en el que se define lo que se debe hacer 

y cómo hacerlo en colaboración con las comunidades involucradas. 

 

Los Planes Integrales de Desarrollo implementados en las comunidades y 

pueblos indígenas y afromexicanas se fundamentan en la reciente reforma 

del artículo 2º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

su apartado B fracción I, menciona lo siguiente:  
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B. La Federación, las entidades federativas, los Municipios y, en su caso, las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, deberán establecer las instituciones y determinar las 

políticas públicas que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de los pueblos 

indígenas y su desarrollo integral, intercultural y sostenible, las cuales deben ser diseñadas y 

operadas conjuntamente con ellos. Para tal efecto, dichas autoridades tienen la obligación 

de:  

 

I. Impulsar el desarrollo comunitario y regional de los pueblos y comunidades indígenas, para 

mejorar sus condiciones de vida y bienestar común, mediante planes de desarrollo que 

fortalezcan sus economías y fomenten la agroecología, los cultivos tradicionales, en especial 

el sistema milpa, las semillas nativas, los recursos agroalimentarios y el óptimo uso de la tierra, 

libres del uso de sustancias peligrosas y productos químicos tóxicos.4 

 

Asimismo, los artículos 2 y 4 de la de la Ley del Instituto Nacional de los Pueblos 

Indígenas establecen lo siguiente:  

 

"Artículo 2. El Instituto es la autoridad del Poder Ejecutivo Federal en los asuntos relacionados con los 

Pueblos Indígenas y Afromexicano, que tiene como objeto definir, normar, diseñar, establecer, 

ejecutar, orientar, coordinar, promover, dar seguimiento y evaluar las políticas, programas, proyectos, 

estrategias y acciones públicas, para garantizar el ejercicio y la implementación de los derechos de 

los Pueblos Indígenas y Afromexicano, así como su desarrollo integral y sostenible y el fortalecimiento 

de sus culturas e identidades, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en los instrumentos jurídicos internacionales de los que el país es parte.  

 

Artículo 4. Para el cumplimiento de su objeto, el Instituto tendrá las siguientes atribuciones y funciones: 

(...)  

V. Realizar acciones para el diseño y la implementación de las políticas, planes, programas y proyectos 

relacionados con los pueblos indígenas y afromexicano:  

a) De colaboración y coordinación con las dependencias y entidades de la Administración Pública 

Federal;  

b) De coordinación con los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios;  

 
4 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 
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c) De diálogo, coordinación y participación con los pueblos y comunidades indígenas y 

afromexicanas, y  

d) De concertación con los sectores social y privado, así como con organismos internacionales.  

(...)  

XXVI. Elaborar, gestionar, impulsar, dar seguimiento y evaluar, de manera conjunta y coordinada con 

los pueblos interesados, los Planes Integrales de Desarrollo Regional de los Pueblos Indígenas”. 5 

 

En cuanto a los compromisos internacionales asumidos por el Estado 

mexicano, los Planes se apegan a los artículos 6 y 7 del Convenio 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes, que a la letra dicen:  

 

“Artículo 6. 1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:  

(...)  

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en 

los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin.  

Artículo 7.  

1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe 

al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y 

bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida 

de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán 

participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional 

y regional susceptibles de afectarles directamente.  

2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los 

pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá ser prioritario en los planes de 

desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo 

para estas regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.  

3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación 

con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio 

ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados 

de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las 

actividades mencionadas.  

 
5 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LINPI.pdf 
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4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger 

y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan”. 6 

 

Asimismo, los Planes se sustentan en los artículos 3, 32, 37 y 40 de la 

Declaración de la Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas (DNUDPI), que establecen lo siguiente:  

 

“Artículo 3  

Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan 

libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural. 

Artículo 32  

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y elaborar las prioridades y estrategias para el 

desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros recursos.  

2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados 

por conducto de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su consentimiento libre e 

informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, 

particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales, 

hídricos o de otro tipo.  

3. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la reparación justa y equitativa por esas 

actividades, y se adoptarán medidas adecuadas para mitigar las consecuencias nocivas de orden 

ambiental, económico, social, cultural o espiritual.  

Artículo 37  

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que los tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos 

concertados con los Estados o sus sucesores sean reconocidos, observados y aplicados y a que los 

Estados acaten y respeten esos tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos.  

2. Nada de los señalado en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que menoscaba 

o suprime los derechos de los pueblos indígenas que figuren en tratados, acuerdos y otros arreglos 

constructivos.  

Artículo 40  

Los pueblos indígenas tienen derecho a procedimientos equitativos y justos para el arreglo de 

controversias con los Estados u otras partes, y a una pronta decisión sobre esas controversias, así como 

a una reparación efectiva de toda lesión de sus derechos individuales y colectivos. En esas decisiones 

 
6 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/30118/Convenio169.pdf 
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se tendrán debidamente en consideración las costumbres, las tradiciones, las normas y los sistemas 

jurídicos de los pueblos indígenas interesados y las normas internacionales de derechos humanos”.7 

  

En cuanto a la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas (DADIN), el artículo XXIX, incisos 1, 2, 3 y 4, especifican que:  

 

“1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y determinar sus propias prioridades en lo 

relacionado con su desarrollo político, económico, social y cultural, de conformidad con su propia 

cosmovisión. Asimismo, tienen derecho a que se les garantice el disfrute de sus propios medios de 

subsistencia y desarrollo, y a dedicarse libremente a todas sus actividades económicas.  

2. Este derecho incluye la elaboración de las políticas, planes, programas y estrategias para el ejercicio 

de su derecho al desarrollo y su implementación de acuerdo con su organización política y social, 

normas y procedimientos, y sus propias cosmovisiones e instituciones.  

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a participar activamente en la elaboración y determinación 

de los programas de desarrollo que les conciernan y, en lo posible, administrar esos programas 

mediante sus propias instituciones.  

(...)  

5. Los pueblos indígenas tienen derecho a medidas eficaces para mitigar los impactos adversos 

ecológicos, económicos, sociales, culturales o espirituales por la ejecución de los proyectos de 

desarrollo que afecten sus derechos. Los pueblos indígenas que han sido desposeídos de sus propios 

medios de subsistencia y desarrollo tienen derecho a la restitución y, cuando no sea posible, a la 

indemnización justa y equitativa. Esto incluye el derecho a la compensación por cualquier perjuicio 

que se les haya causado por la ejecución de planes, programas o proyectos del Estado, de organismos 

financieros internacionales o de empresas privadas”.8 

También tenemos que hacer notar que esta iniciativa surge a partir de los 

resultados que arrojó la Consulta para la Reforma Constitucional y Legal 

sobre Derechos de los Pueblos Indígenas y Afromexicano, que llevo a cabo 

el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas por medio de la convocatoria 

a todos los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del país, a 

 
7 https://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/DRIPS_es.pdf 
8 https://www.oas.org/es/sadye/documentos/DADPI.pdf 
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través de sus autoridades e instituciones representativas, en Foros Regionales 

de Consulta que se realizaron del día 21 de junio al 4 de agosto de 2019, que 

dieron como resultado la histórica reforma constitucional, publicada el día 30 

de septiembre del presente año 2024, en el Diario Oficial de la Federación 

(DOF), por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del 

artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanos, la cual entro 

en vigor el día martes 1 de octubre de 2024. 

Con todos estos argumentos, se consideran motivos suficientes por lo cual 

considero necesario, actualizar la Ley de Planeación, para dotar de 

herramientas legales dando viabilidad y fundamentación a los Planes 

Integrales de Desarrollo de los pueblos indígenas y afromexicanos, a 

continuación coloco el siguiente cuadro comparativo para dar mayor 

claridad de esta iniciativa: 

 LEY DE PLANEACIÓN 

Texto actual Propuesta de reforma 

Artículo 14.- La Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público tendrá 
las siguientes atribuciones:  
 
I.- Coordinar las actividades de 

Planeación Nacional del 
Desarrollo;  
 
II.- Elaborar y someter a 
consideración del Presidente de la 

República, el proyecto de Plan 
Nacional de Desarrollo, tomando 
en cuenta las propuestas de las 
dependencias y entidades de la 

Artículo 14.- La Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público tendrá las 
siguientes atribuciones:  
 
I.- Coordinar las actividades de 

Planeación Nacional del Desarrollo;  
 
II.- Elaborar y someter a 
consideración del Presidente de la 
República, el proyecto de Plan 

Nacional de Desarrollo, tomando en 
cuenta las propuestas de las 
dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal y, en 
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Administración Pública Federal y, 
en su caso, de los órganos 

constitucionales autónomos y de 
los gobiernos de las entidades 
federativas, así como los 
planteamientos que deriven de los 
ejercicios de participación social 

incluyendo a los pueblos y 
comunidades indígenas y a las 
personas con discapacidad en 
términos de la Ley General para la 
Inclusión de las Personas con 
Discapacidad;  

 
III.- Establecer los criterios 
generales que deberán observar 
las dependencias y entidades de 
la Administración Pública Federal 

para la elaboración de los 
programas derivados del Plan que 
tengan a su cargo, para lo cual se 
deberá prever la participación 
que corresponda a los gobiernos 

de las entidades federativas, 
municipios y demarcaciones 
territoriales; los ejercicios de 
participación social de los pueblos 
indígenas y, en su caso, incorporar 
las recomendaciones y propuestas 

que realicen;  
 
IV.- Cuidar que el Plan y los 
programas que se generen en el 
Sistema, mantengan congruencia 

en su elaboración y contenido;  
 
V.- Coordinar las actividades que 
en materia de investigación y 
capacitación para la planeación 

su caso, de los órganos 
constitucionales autónomos y de los 

gobiernos de las entidades 
federativas, así como los 
planteamientos que deriven de los 
ejercicios de participación social 
incluyendo a los pueblos y 

comunidades indígenas y a las 
personas con discapacidad en 
términos de la Ley General para la 
Inclusión de las Personas con 
Discapacidad;  
 

 
III.- Establecer los criterios generales 
que deberán observar las 
dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal para 

la elaboración de los programas 
derivados del Plan que tengan a su 
cargo, para lo cual se deberá prever 
la participación que corresponda a 
los gobiernos de las entidades 

federativas, municipios y 

demarcaciones territoriales; los 

ejercicios de planeación integral 

regional de los pueblos indígenas y 

afromexicanos y, en su caso, 
incorporar las recomendaciones y 

propuestas que realicen;  
 
IV.- Cuidar que el Plan y los 
programas que se generen en el 
Sistema, mantengan congruencia en 

su elaboración y contenido;  
 
V.- Coordinar las actividades que en 
materia de investigación y 
capacitación para la planeación 
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realicen las dependencias de la 
Administración Pública Federal;  

 
VI.- Se deroga; 
 
VII.- Definir los mecanismos para 
que verifique, periódicamente, la 

relación que guarden los 
presupuestos de las diversas 
dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, así 
como los resultados de su 
ejecución, con los objetivos y 

prioridades del Plan y sus 
programas, así como para 
adoptar las adecuaciones a los 
programas respectivos que, en su 
caso, resulten necesarias para 

promover el logro de sus objetivos, 
y  
 
VIII.- Promover la incorporación de 
indicadores que faciliten el 

diagnóstico del impacto de los 
programas en grupos específicos 
de la población, distinguiendo por 
origen étnico, género, edad, 
condición de discapacidad, tipo 
de localidad, entre otros. 

realicen las dependencias de la 
Administración Pública Federal;  

 
VI.- Se deroga; 
 
VII.- Definir los mecanismos para que 
verifique, periódicamente, la relación 

que guarden los presupuestos de las 
diversas dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal, 
así como los resultados de su 
ejecución, con los objetivos y 
prioridades del Plan y sus programas, 

así como para adoptar las 
adecuaciones a los programas 
respectivos que, en su caso, resulten 
necesarias para promover el logro de 
sus objetivos, y  

 
 
 
VIII.- Promover la incorporación de 
indicadores que faciliten el 

diagnóstico del impacto de los 
programas en grupos específicos de 
la población, distinguiendo por 
origen étnico, género, edad, 
condición de discapacidad, tipo de 
localidad, entre otros. 

Artículo 21.- El Presidente de la 
República enviará el Plan 
Nacional de Desarrollo a la 
Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión para su 

aprobación, a más tardar el último 
día hábil de febrero del año 
siguiente a su toma de posesión.  
 
La Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión aprobará el 

Artículo 21.- El Presidente de la 
República enviará el Plan Nacional 
de Desarrollo a la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión 
para su aprobación, a más tardar el 

último día hábil de febrero del año 
siguiente a su toma de posesión.  
 
 
La Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión aprobará el 
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Plan Nacional de Desarrollo dentro 
del plazo de dos meses contado a 

partir de su recepción. En caso de 
que no se pronuncie en dicho 
plazo, el Plan se entenderá 
aprobado en los términos 
presentados por el Presidente de 

la República.  
 
La aprobación del Plan por parte 
de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, consistirá en 
verificar que dicho instrumento 

incluye los fines del proyecto 
nacional contenidos en la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. En caso de que 
el Plan Nacional de Desarrollo no 

los incluya, la Cámara de 
Diputados devolverá el mismo al 
Presidente de la República, a 
efecto de que dicho instrumento 
sea adecuado y remitido 

nuevamente a aquélla para su 
aprobación en un plazo máximo 
de treinta días naturales.  
 
La vigencia del Plan no excederá 
del periodo constitucional del 

Presidente de la República. Sin 
perjuicio de lo anterior, deberá 
contener consideraciones y 
proyecciones de por lo menos 
veinte años, para lo cual tomará 

en consideración los objetivos 
generales de largo plazo que, en 
su caso, se establezcan conforme 
a los tratados internacionales y las 
leyes federales.  

 

Plan Nacional de Desarrollo dentro 
del plazo de dos meses contado a 

partir de su recepción. En caso de 
que no se pronuncie en dicho plazo, 
el Plan se entenderá aprobado en los 
términos presentados por el 
Presidente de la República.  

 
 
La aprobación del Plan por parte de 
la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, consistirá en 
verificar que dicho instrumento 

incluye los fines del proyecto nacional 
contenidos en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. En 
caso de que el Plan Nacional de 
Desarrollo no los incluya, la Cámara 

de Diputados devolverá el mismo al 
Presidente de la República, a efecto 
de que dicho instrumento sea 
adecuado y remitido nuevamente a 
aquélla para su aprobación en un 

plazo máximo de treinta días 
naturales.  
 
La vigencia del Plan no excederá del 
periodo constitucional del Presidente 
de la República. Sin perjuicio de lo 

anterior, deberá contener 
consideraciones y proyecciones de 
por lo menos veinte años, para lo cual 
tomará en consideración los 
objetivos generales de largo plazo 

que, en su caso, se establezcan 
conforme a los tratados 
internacionales y las leyes federales.  
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El Plan Nacional de Desarrollo 
precisará los objetivos nacionales, 

la estrategia y las prioridades del 
desarrollo integral, equitativo, 
incluyente, sustentable y sostenible 
del país, contendrá previsiones 
sobre los recursos que serán 

asignados a tales fines; 
determinará los instrumentos y 
responsables de su ejecución, 
establecerá los lineamientos de 
política de carácter global, 
sectorial y regional; sus previsiones 

se referirán al conjunto de la 
actividad económica, social, 
ambiental y cultural, y regirá el 
contenido de los programas que 
se generen en el sistema nacional 

de planeación democrática.  
 
El Plan se publicará en el Diario 
Oficial de la Federación, en un 
plazo no mayor a 20 días naturales 

contado a partir de la fecha de su 
aprobación. 
 
La categoría de Plan queda 
reservada al Plan Nacional de 
Desarrollo. 

 

El Plan Nacional de Desarrollo 
precisará los objetivos nacionales, la 

estrategia y las prioridades del 
desarrollo integral, equitativo, 

incluyente, sustentable, intercultural, 
y sostenible del país, contendrá 
previsiones sobre los recursos que 

serán asignados a tales fines; 
determinará los instrumentos y 
responsables de su ejecución, 
establecerá los lineamientos de 
política de carácter global, sectorial 
y regional; sus previsiones se referirán 

al conjunto de la actividad 
económica, social, ambiental y 
cultural, y regirá el contenido de los 
programas que se generen en el 
sistema nacional de planeación 

democrática.  
 
El Plan se publicará en el Diario Oficial 
de la Federación, en un plazo no 
mayor a 20 días naturales contado a 

partir de la fecha de su aprobación. 
 
La categoría de Plan queda 
reservada al Plan Nacional de 
Desarrollo. 

Artículo 22.- El Plan indicará los 
programas sectoriales, 
institucionales, regionales y 
especiales que deberán ser 

elaborados conforme a este 
capítulo, sin perjuicio de aquellos 
cuya elaboración se encuentre 
prevista en las leyes o que 
determine el Presidente de la 

República posteriormente. 

Artículo 22.- El Plan indicará los 
programas sectoriales, institucionales, 

regionales y especiales, así como los 

planes integrales de desarrollo 

indígena, que deberán ser 
elaborados conforme a este capítulo, 
sin perjuicio de aquellos cuya 
elaboración se encuentre prevista en 
las leyes o que determine el 
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 Presidente de la República 
posteriormente. 

Artículo 25.- Los programas 
regionales se referirán a las 
regiones que se consideren 
prioritarias o estratégicas, en 
función de los objetivos nacionales 

fijados en el Plan, y cuya extensión 
territorial rebase el ámbito 
jurisdiccional de una entidad 
federativa. El Ejecutivo Federal 
señalará la dependencia 
responsable de coordinar la 

elaboración y ejecución de cada 
uno de estos programas. 
 

Sin correlativo 

Artículo 25.- Los programas regionales 
se referirán a las regiones que se 
consideren prioritarias o estratégicas, 
en función de los objetivos nacionales 
fijados en el Plan, y cuya extensión 

territorial rebase el ámbito 
jurisdiccional de una entidad 
federativa. El Ejecutivo Federal 
señalará la dependencia 
responsable de coordinar la 
elaboración y ejecución de cada 

uno de estos programas. 
 
 
 

 

Artículo 25 Bis.- Los pueblos y 

comunidades indígenas y 

afromexicanas, en ejercicio de su 

autonomía y libre determinación, 

podrán acordar la elaboración de 

planes integrales de desarrollo, 

mismos que podrán tener 

denominaciones tales como Planes 

de Justicia, Planes de Vida o 

cualquier otro que se acuerde en sus 

respectivas regiones. Estos Planes se 

sujetarán a las previsiones contenidas 

en el Plan Nacional de Desarrollo y se 

considerarán como derivados de 

este y estarán al mismo nivel de los 

programas, se construirán desde 

abajo, en diálogo y acuerdo con las 

autoridades representativas de estos 

pueblos y tendrán un carácter 

regional, atendiendo a criterios 

étnicos, históricos, geográficos y de 

afinidad entre las propias 

comunidades. El Instituto Nacional de 



DIPUTADA FEDERAL IRMA JUAN CARLOS 
 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN 
III DEL ARTÍCULO 14, SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 21, 22, 27, 29, 30 Y LAS 
FRACCIONES II Y IV DEL ARTÍCULO 34 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 25 BIS  DE LA 
LEY DE PLANEACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DE MORENA 
 
 

Av. Congreso de la Unión Núm. 66, Col. El Parque, Edificio H-2 nivel oficina 202  
Alcaldía Venustiano Carranza, México D.F. C.P.15960, Conmutador 5036 0000 

irma.juan@diputados.gob.mx 

 

16 

los Pueblos Indígenas coordinará la 

elaboración de estos planes y el 

Ejecutivo Federal determinará las 

dependencias y entidades que 

deban participar en su elaboración e 

implementación, en coordinación 

con las autoridades indígenas y 

afromexicanas. Los Gobiernos 

Estatales y Municipales que 

correspondan, en el ámbito de sus 

competencias, determinarán su 

participación en la elaboración e 

implementación de los planes 

integrales de desarrollo indígena y 

afromexicano. 

Artículo 27.- Para la ejecución del 
Plan y los programas sectoriales, 

institucionales, regionales y 
especiales, las dependencias, 
entidades y el Consejo Nacional 
de Humanidades, Ciencias y 
Tecnologías elaborarán sus 
anteproyectos de presupuestos, 

considerando los aspectos 
administrativos y de política 
económica, social, ambiental, 
cultural y desarrollo de proyectos, 
en materia de humanidades, 

ciencias, tecnologías e innovación 
correspondientes. 

Artículo 27.- Para la ejecución del 
Plan y los programas sectoriales, 

institucionales, regionales, especiales 

y los planes integrales de desarrollo 

indígena y afromexicano, las 

dependencias y entidades y el 
Consejo Nacional de Humanidades, 
Ciencias y Tecnologías elaborarán sus 

anteproyectos de presupuestos, 
considerando los aspectos 
administrativos y de política 
económica, social, ambiental, 
cultural y desarrollo de proyectos, en 

materia de humanidades, ciencias, 
tecnologías e innovación 
correspondientes. 

Artículo 29.- Los programas 
regionales y especiales deberán 

ser sometidos por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público a la 
consideración y aprobación del 
Presidente de la República.  
 

Sin correlativo  

Artículo 29.- Los programas regionales 
y especiales deberán ser sometidos 

por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público a la consideración y 
aprobación del Presidente de la 
República.  
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Los programas sectoriales deberán 
ser sometidos a la consideración y 
aprobación del Presidente de la 
República por la dependencia 
coordinadora del sector 

correspondiente y por el Consejo 
Nacional de Humanidades, 
Ciencias y Tecnologías en la 
materia de su competencia, 
previo dictamen de la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público.  
 
Los programas institucionales 
deberán ser sometidos por el 
órgano de gobierno y 

administración de la entidad 
paraestatal de que se trate, a la 
aprobación del titular de la 
dependencia coordinadora del 
sector. Si la entidad no estuviere 
agrupada en un sector específico, 

la aprobación a que alude el 
párrafo anterior corresponderá a 
la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

Los planes integrales de desarrollo 

indígena y afromexicano deberán ser 

sometidos a consideración y 

aprobación del Presidente de la 

República por el Instituto Nacional de 

los Pueblos Indígenas, previo 

dictamen de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público 
 
Los programas sectoriales deberán 
ser sometidos a la consideración y 
aprobación del Presidente de la 

República por la dependencia 
coordinadora del sector 
correspondiente y por el Consejo 
Nacional de Humanidades, Ciencias 
y Tecnologías en la materia de su 
competencia, previo dictamen de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público.  
 
Los programas institucionales 
deberán ser sometidos por el órgano 

de gobierno y administración de la 
entidad paraestatal de que se trate, 
a la aprobación del titular de la 
dependencia coordinadora del 
sector. Si la entidad no estuviere 

agrupada en un sector específico, la 
aprobación a que alude el párrafo 
anterior corresponderá a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público. 

Artículo 30.- Los programas 

sectoriales, regionales, especiales 
e institucionales deberán ser 
publicados en el Diario Oficial de 
la Federación, en los plazos 
previstos por las disposiciones que 

al efecto emita el Ejecutivo 

Artículo 30.- Los programas 

sectoriales, regionales, especiales e 

institucionales, así como los planes 

integrales de desarrollo indígena y 

afromexicano, deberán ser 
publicados en el Diario Oficial de la 

Federación, en los plazos previstos 
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Federal. En el caso de los 
programas sectoriales y los 

especiales que determine el 
Ejecutivo Federal, deberán 
publicarse dentro de los seis meses 
posteriores a la publicación del 
Plan.  

por las disposiciones que al efecto 
emita el Ejecutivo Federal. En el caso 

de los programas sectoriales y los 
especiales que determine el Ejecutivo 
Federal, deberán publicarse dentro 
de los seis meses posteriores a la 
publicación del Plan.  

Artículo 34.- Para los efectos del 
artículo anterior, el Ejecutivo 
Federal podrá convenir con los 
gobiernos de las entidades 
federativas:  
 

I.- Su participación en la 
planeación nacional a través 
de la presentación de las 
propuestas que estimen 
pertinentes;  

 
II.- Los procedimientos de 
coordinación entre las 
autoridades de todos los 
órdenes de gobierno para 

propiciar la planeación del 
desarrollo integral de cada 
entidad federativa y de los 
municipios, y su congruencia 
con la planeación nacional, así 
como para promover la 

participación de los diversos 
sectores de la sociedad en las 
actividades de planeación; 
Fracción reformada  
 

III. Los lineamientos 
metodológicos para la 
realización de las actividades 
de planeación, en el ámbito de 
su jurisdicción; 

 

Artículo 34.- Para los efectos del 
artículo anterior, el Ejecutivo Federal 
podrá convenir con los gobiernos de 
las entidades federativas:  
 

I.- Su participación en la 

planeación nacional a través de 
la presentación de las propuestas 
que estimen pertinentes;  
 
II.- Los procedimientos de 

coordinación entre las 
autoridades de todos los órdenes 
de gobierno para propiciar la 
planeación del desarrollo integral 

de cada entidad federativa,y de 

los municipios, de las regiones 

indígenas y afromexicanas, y su 
congruencia con la planeación 
nacional, así como para promover 
la participación de los diversos 
sectores de la sociedad en las 

actividades de planeación;  
 
 
 
 

III.- Los lineamientos 
metodológicos para la realización 
de las actividades de planeación, 
en el ámbito de su jurisdicción;  
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 IV.- La elaboración de los 
programas regionales a que se 

refiere el artículo 25, de 
conformidad con los criterios 
establecidos en la fracción III 
del artículo 14 de este 
ordenamiento, y  

 
 
 
V. La ejecución de las acciones 
que deban realizarse en cada 
entidad federativa, y que 

competen a ambos órdenes 
de gobierno, considerando la 
participación que corresponda 
a los municipios interesados y a 
los sectores de la sociedad. 

Para este efecto la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público 
propondrá los procedimientos 
conforme a los cuales se 
convendrá la ejecución de 

estas acciones, tomando en 
consideración los criterios que 
señalen las dependencias 
coordinadoras de sector, 
conforme a sus atribuciones. 

IV.- La elaboración de los 

programas regionales y los planes 

integrales de desarrollo indígena y 

afromexicano a que se refieren los 

artículos 25 y 25Bis, de 
conformidad con los criterios 
establecidos en la fracción III del 

artículo 14 de este ordenamiento, 
y  
 
V. La ejecución de las acciones 
que deban realizarse en cada 
entidad federativa, y que 

competen a ambos órdenes de 
gobierno, considerando la 
participación que corresponda a 
los municipios interesados y a los 
sectores de la sociedad. Para este 

efecto la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público propondrá los 
procedimientos conforme a los 
cuales se convendrá la ejecución 
de estas acciones, tomando en 

consideración los criterios que 
señalen las dependencias 
coordinadoras de sector, 
conforme a sus atribuciones. 

 
 

 

Por lo expuesto, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 6, fracción I, 

77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a consideración 

de esta asamblea la siguiente:  

 
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 14, SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 21, 22, 27, 29, 30 
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Y LAS FRACCIONES II Y IV DEL ARTÍCULO 34 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 25 BIS  

DE LA LEY DE PLANEACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA IRMA JUAN CARLOS, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA. 
 
 

Único: Se reforma la fracción III del artículo 14, se reforman los artículos 21, 22, 

27, 29, 30 y las fracciones II y IV del artículo 34 y se adiciona el artículo 25 bis 

de la Ley de Planeación, para quedar como sigue:  
 

Artículo 14.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público tendrá las siguientes 

atribuciones:  
 

I. …  

 
II. … 

 

III. Establecer los criterios generales que deberán observar las 

dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 

para la elaboración de los programas derivados del Plan que 

tengan a su cargo, para lo cual se deberá prever la participación 

que corresponda a los gobiernos de las entidades federativas, 

municipios y demarcaciones territoriales; los ejercicios de 

planeación integral regional de los pueblos indígenas y 

afromexicanos y, en su caso, incorporar las recomendaciones y 

propuestas que realicen;  

 

IV. … 

  
V.  … 

 
VI. … 

 
VII. … 
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VIII. … 

 

Artículo 21.- El Presidente de la República enviará el Plan Nacional de 

Desarrollo a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para su 

aprobación, a más tardar el último día hábil de febrero del año siguiente a 

su toma de posesión. 

…  

…  

…  

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos nacionales, la estrategia 

y las prioridades del desarrollo integral, equitativo, incluyente, sustentable, 

intercultural, y sostenible del país, contendrá previsiones sobre los recursos 

que serán asignados a tales fines; determinará los instrumentos y responsables 

de su ejecución, establecerá los lineamientos de política de carácter global, 

sectorial y regional; sus previsiones se referirán al conjunto de la actividad 

económica, social, ambiental y cultural, y regirá el contenido de los 

programas que se generen en el sistema nacional de planeación 

democrática.  

… 

… 

Artículo 22.- El Plan indicará los programas sectoriales, institucionales, 

regionales y especiales, así como los planes integrales de desarrollo 

indígena, que deberán ser elaborados conforme a este capítulo, sin perjuicio 

de aquellos cuya elaboración se encuentre prevista en las leyes o que 

determine el Presidente de la República posteriormente. 

… 
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Artículo 25.-… 

 

Artículo 25 Bis.- Los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, en 

ejercicio de su autonomía y libre determinación, podrán acordar la 

elaboración de planes integrales de desarrollo, mismos que podrán tener 

denominaciones tales como Planes de Justicia, Planes de Vida o cualquier 

otro que se acuerde en sus respectivas regiones. Estos Planes se sujetarán a 

las previsiones contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo y se 

considerarán como derivados de este y estarán al mismo nivel de los 

programas, se construirán desde abajo, en diálogo y acuerdo con las 

autoridades representativas de estos pueblos y tendrán un carácter regional, 

atendiendo a criterios étnicos, históricos, geográficos y de afinidad entre las 

propias comunidades. El Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas 

coordinará la elaboración de estos planes y el Ejecutivo Federal determinará 

las dependencias y entidades que deban participar en su elaboración e 

implementación, en coordinación con las autoridades indígenas y 

afromexicanas. Los Gobiernos Estatales y Municipales que correspondan, en 

el ámbito de sus competencias, determinarán su participación en la 

elaboración e implementación de los planes integrales de desarrollo 

indígena y afromexicano. 

 

Artículo 27.- Para la ejecución del Plan y los programas sectoriales, 

institucionales, regionales, especiales y los planes integrales de desarrollo 

indígena y afromexicano, las dependencias y entidades elaborarán sus 

anteproyectos de presupuestos, considerando los aspectos administrativos y 

de política económica, social, ambiental, cultural y desarrollo de proyectos, 
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en materia de humanidades, ciencias, tecnologías e innovación 

correspondientes. 

 

Artículo 29.- Los programas regionales y especiales deberán ser sometidos por 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a la consideración y aprobación 

del Presidente de la República.  

 

Los planes integrales de desarrollo indígena y afromexicano deberán ser 

sometidos a consideración y aprobación del Presidente de la República por 

el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, previo dictamen de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

Los programas sectoriales deberán ser sometidos a la consideración y 

aprobación del Presidente de la República por la dependencia 

coordinadora del sector correspondiente y por el Consejo Nacional de 

Humanidades, Ciencias y Tecnologías en la materia de su competencia, 

previo dictamen de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 

… 
 
… 

 
Artículo 30.- Los programas sectoriales, regionales, especiales e 

institucionales, así como los planes integrales de desarrollo indígena y 

afromexicano, deberán ser publicados en el Diario Oficial de la Federación, 

en los plazos previstos por las disposiciones que al efecto emita el Ejecutivo 

Federal. En el caso de los programas sectoriales y los especiales que 

determine el Ejecutivo Federal, deberán publicarse dentro de los seis meses 

posteriores a la publicación del Plan. 
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Artículo 34.- Para los efectos del artículo anterior, el Ejecutivo Federal podrá 

convenir con los gobiernos de las entidades federativas:  

 

I. …  

 

II. Los procedimientos de coordinación entre las autoridades de todos 

los órdenes de gobierno para propiciar la planeación del desarrollo 

integral de cada entidad federativa, de los municipios, de las 

regiones indígenas y afromexicanas, y su congruencia con la 

planeación nacional, así como para promover la participación de 

los diversos sectores de la sociedad en las actividades de 

planeación;  

 

III. …  

 

IV. La elaboración de los programas regionales y los planes integrales 

de desarrollo indígena y afromexicano a que se refieren los artículos 

25 y 25Bis, de conformidad con los criterios establecidos en la 

fracción III del artículo 14 de este ordenamiento, y  

 

V. … 

 

 … 

 

Transitorios 
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Único. El presente decreto entrará en vigor a los 30 días siguientes al de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación.  

 

Dado en el Recinto Legislativo de San Lázaro, a 2 de diciembre del año 2024. 

 

 
 

DIP. IRMA JUAN CARLOS 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA LEY DE IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, EN MATERIA DE FORTALECIMIENTO DE LAS ASOCIACIONES CIVILES, QUE 
PRESENTAN LAS C.C. DIPUTADAS MARIA ANGELICA GRANADOS TRESPALACIOS, LA C. DIP. 
CARMEN ROCIO GONZALEZ ALONSO Y LAS Y LOS DIPUTADOS QUE SUSCRIBEN, INTEGRANTES 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCION NACIONAL  
  
Las C.C. Diputadas Federales promoventes, María Angélica Granados Trespalacios, Carmen 
Rocío González Alonso y las y los Diputados que suscriben, integrantes todos del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional, de la LXVI Legislatura; con fundamento en lo 
dispuesto por la fracción II, del artículo 71 y el inciso h del artículo 72 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; Artículo 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara 
de Diputados, sometemos a consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa 
con Proyecto de Decreto que Reforma y Adiciona la Ley del Impuesto Sobre la Renta, en materia 
de fortalecimiento de las Asociaciones Civiles, conforme a la siguiente:   

  
EXPOSICION DE MOTIVOS 

  
I. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA A RESOLVER CON LA PROPUESTA 

  
Uno de los elementos más importantes de cualquier democracia es la ciudadanía, toda vez que 
posee los atributos legales y las características necesarias para ser conceptualizada como la 
principal depositaria de los derechos y las obligaciones de la sociedad en su conjunto, 
convirtiéndose de esta manera en factor elemental, básico e indispensable, hacia donde deben 
materializarse la retroalimentación, la asesoría, los apoyos y el soporte en general, que le son 
inherentes en términos de participación colectiva.  
  
Así pues, para las naciones que pretenden abonar hacia una participación activa de la sociedad 
civil, en el contexto de lograr un mayor avance democrático, les resulta totalmente 
indispensable contribuir a que se faciliten las herramientas y los mecanismos que fomenten  la 
expresión de la actividad social -para que ésta sea cada vez más organizada- sustentándola en 
una adecuada planeación donde tengan cabida los procesos más revisados y consensuados 
posibles, diseñados para que al final de cuentas, se puedan sumar los esfuerzos del sector 
público, privado y social y como corolario se presenten las mejores políticas públicas y las 
definiciones del marco legal, sean convenientes y actualizadas. 

En este orden de ideas, sobresale el hecho de que las organizaciones de la sociedad civil, están 
compuestas por un conjunto de instituciones que desde el ámbito privado, persiguen 
propósitos de interés público y tienen como objetivo principal el de promover el bienestar 
general sin fines de lucro. Siendo sus principios fundamentales de acción, la solidaridad y el 
bien común. 

De esta manera, este tipo de organizaciones deben direccionarse a observar, consultar, definir 
y elegir las opciones de mayor consenso en su interior, para señalar con toda precisión en sus 
normas internas o estatutos, la determinación del resultado esperado de su expresión como 
iniciativa ciudadana, pretendiendo que ésta abogue siempre por el bien público y asuma las 
responsabilidades que le corresponden en el ámbito de su objeto social previamente definido, 
de frente al conjunto de ciudadanos, considerando que finalmente serán éstos los beneficiados, 
o no, dependiendo del resultado de su impacto en la vida cotidiana.    
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Como referencia de lo anterior se tiene, que el surgimiento de las organizaciones de la sociedad 
civil, se visualiza a partir de que algunas personas de bien, decidieron agruparse para tratar de 
acortar la distancia entre lo que es una situación determinada y los cursos alternativos de 
acción que deben emprenderse para transitar hacia otra situación que se desea alcanzar en el 
futuro. Es decir, abordar el detalle de las principales herramientas que contribuirían en un 
momento dado a remover los obstáculos que le permitirían a la sociedad o a un sector de ella, 
aproximarse a lo que sería el estatus ideal. De ahí el esfuerzo que han venido desarrollando con 
ese propósito.  

Y es precisamente en el contexto de intentar lograr un mejor estilo de vida para los sectores 
menos protegidos o más olvidados de la sociedad, que se resume la importancia de brindar 
mayores facilidades a las organizaciones de la sociedad civil, puesto que éstas se proponen 
resolver problemas socialmente relevantes y constantemente se dan a la tarea de crear y 
revisar el marco jurídico de las normas que les dan vigencia, así como de actualizar las reglas 
que regulan su dinámica interior, de manera tal que los resultados se vuelvan previsibles y 
cuenten con el noble propósito de resolver problemas en un contexto inmediato, circunstancia 
que les exigirá negociar, acordar, colaborar e inclusive desarrollar estrategias o caminos que 
les permitan mejorar la situación de referencia.  

Y es gracias al escenario anterior, que al trabajar tomando como base de sustento una 
organización constituida legalmente, se obtiene la oportunidad de allegarse de recursos 
públicos, privados y sociales de diversa índole, así como de obtener el prestigio y 
reconocimiento necesarios, por el solo hecho de comprometerse con sus asociados, por lo que 
resulta evidente la necesidad de legislar en la materia para brindar mayores facilidades a la 
ciudadanía, que se da a la tarea de organizarse de la mejor forma posible, persiguiendo fines 
nobles y solidarios.   

En esta tónica, el presente ocurso se orienta por un lado, mejorar las cifras oficiales del Sistema 
de Administración Tributaria SAT, que al 31 de Mayo del 2024 y de acuerdo con lo informado 
para el ejercicio fiscal 2023, fueron 10 mil 788 las Donatarias Autorizadas, mismas que 
cumplieron con su Declaración de Transparencia para el ejercicio fiscal del mismo año. Otra 
cifra relevante, es que 699 no lo hicieron, causal que las lleva de manera inmediata a ser objeto 
de pérdida de su autorización, esto porque según el propio SAT, esta obligación tiene como 
objetivo principal el de generar confianza sobre el patrimonio de las propias asociaciones, al 
dar claridad de los donativos recibidos, así como de su uso y destino. 
  
Y por otro lado, se pretende adicionar a la Ley del Impuesto sobre la Renta, para ofrecer 
mayores beneficios a las Asociaciones Civiles, tal es el caso de que algunas agrupaciones puedan 
constituirse más fácilmente como personas morales no contribuyentes de este impuesto, entre 
las cuales se encuentran las agrupaciones lecheras, las del enfoque de la educación hacia la vida 
y el trabajo, las de prevención del delito, las asociaciones de alumnos con objetivos específicos, 
entre otras. Se detallan además algunas características de algunas instituciones como lo son los 
condominios para que puedan constituirse como una Asociación Civil, así como se modifican 
plazos y requisitos para ayudar a mejorar su funcionamiento, entre otros supuestos.  
 
II. MARCO JURIDICO  
 
Este apartado se incluye en este proyecto, con el propósito de comprender con mayor facilidad 
el enfoque y contenido, considerando que sobre este tópico, se cuenta con acervo jurídico 
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nacional e internacional, así es que a continuación se presentan los principales fundamentos 
legales que le dan orden y vigencia.  

a).  La Declaración Universal de los Derechos Humanos. Se estima prudente recordar en 
este ocurso, la Declaración de los Derechos Humanos, puesto que es el documento adoptado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948 en París, que 
integró en su contenido 30 artículos, que detallan los derechos humanos considerados básicos, 
entre los cuales se encuentra indudablemente el derecho de asociación y de reunión, 
especificados con mayor precisión en el Artículo 20, el cual refiere a la letra que: 
  
Artículo 20:   

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacif́icas.  

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.  

b). La Convención Americana sobre Derechos Humanos o también llamada Pacto de San 
José de Costa Rica. Esta útil herramienta, promulgada el 22 de Noviembre del año 1969, resalta 
en su artićulo número 16 que “…Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para 
promover, ejercer y proteger sus intereses legit́imos de orden polit́ico, económico, religioso, 
social, cultural, profesional, sindical o de cualquier otro orden...” por lo cual resulta conveniente 
referenciarlo en sus términos, en aras de afianzar el objeto de esta iniciativa.  
  
c). Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y otros instrumentos de derechos 
humanos. Este pacto también fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
aunque con posterioridad a la Declaración de los Derechos Humanos. Esta herramienta 
Internacional se generó el 16 de diciembre de 1966 y entró en vigor el 23 de marzo de 1976. De 
esta suerte, para mayo del 2012, los términos del Pacto ya habían sido ratificados por 167 
estados y su relevancia radica en que su principal objetivo, es el de desarrollar los derechos 
civiles y políticos y las libertades que fueron integradas en su oportunidad en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos. 

Al respecto del tema del derecho a asociarse, refiere el instrumento que nos ocupa, en su 
Artículo No. 22, que el acceso a los recursos económicos es inherente al derecho a la libertad de 
asociación, por lo que resulta importante su inclusión en este Proyecto.  

d). Por lo que hace a la regulación mexicana, se tiene en primera instancia que el derecho de 
reunión es detallado en el Artículo 9 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, a saber:   

  
Artículo 9o. No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con 
cualquier objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo para 
tomar parte en los asuntos políticos del país. Ninguna reunión armada, tiene derecho de 
deliberar. 

  
En este sentido, nuestra Ley de Leyes hace hicapié en que no se considerará ilegal, y no podrá 
ser disuelta una asamblea o reunión que tenga por objeto hacer una petición o presentar una 
protesta por algún acto, a una autoridad, si no se profieren injurias contra ésta, ni se hace uso 
de violencias o amenazas para intimidarla u obligarla a resolver en el sentido que se desee. 
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Por otro en su Artículo 25, la propia Carta Magna señala con toda precisión que “… Bajo 
criterios de equidad social, productividad y sustentabilidad se apoyará e impulsará a las 
empresas de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que 
dicte el interés público…” 

Y además refiere de forma complementaria lo siguiente: 

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste 
sea integral y sustentable, que fortalezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y 
que, mediante la competitividad, el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más 
justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad 
de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución. La 
competitividad se entenderá como el conjunto de condiciones necesarias para generar un 
mayor crecimiento económico, promoviendo la inversión y la generación de empleo. 

 
Párrafo reformado DOF 28-06-1999, 05-06-2013 

… 
  

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, y llevará 
al cabo la regulación y fomento de las actividades que demande el interés general en el marco 
de libertades que otorga esta Constitución. 

  
Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el 
sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que 
contribuyan al desarrollo de la Nación. 
  
… 
  
Asimismo podrá participar por sí o con los sectores social y privado, de acuerdo con la ley, para 
impulsar y organizar las áreas prioritarias del desarrollo. 

  
Bajo criterios de equidad social, productividad y sustentabilidad se apoyará e impulsará a las 
empresas de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que dicte 
el interés público y al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su 
conservación y el medio ambiente. 

Párrafo reformado DOF 20-12-2013 
  

La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la actividad 
económica del sector social: de los ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, 
comunidades, empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en 
general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

  
La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las 
condiciones para que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico 
nacional, promoviendo la competitividad e implementando una política nacional para el 
desarrollo industrial sustentable que incluya vertientes sectoriales y regionales, en los 
términos que establece esta Constitución. 

Párrafo reformado DOF 05-06-2013, 20-12-2013 
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A fin de contribuir al cumplimiento de los objetivos señalados en los párrafos primero, sexto y 
noveno de este artículo, las autoridades de todos los órdenes de gobierno, en el ámbito de su 
competencia, deberán implementar políticas públicas de mejora regulatoria para la 
simplificación de regulaciones, trámites, servicios y demás objetivos que establezca la ley 
general en la materia. 

Párrafo adicionado DOF 05-02-2017 
Artículo reformado DOF 03-02-1983 

e) Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Para el caso de este ordenamiento, 
se deduce su relación con este proyecto, en el sentido de que las atribuciones inherentes a las 
condiciones, requisitos y características de las donatarias autorizadas, están bajo la tutela de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, específicamente en el radio de acción del Servicio de 
Administración Tributaria.  

Por otro lado, también tienen correlación, que las atribuciones de la Secretaría de Economía en 
el tópico de que inicialmente es esta Dependencia de la Administración Pública Federal, la que 
autoriza el nombre de las Asociaciones entre otra utilidades, y la Secretaría del Bienestar, 
también forma parte del conjunto de instituciones encargadas de darle legalidad a las 
organizaciones de la Sociedad, puesto que tiene que ver con la autorización de algunos 
documentos, y por lo tanto, guarda cierto tipo de incidencia en las autorizaciones y 
revocaciones de las Instituciones materia de este estudio.  

f). Ley del Servicio de Administración Tributaria y su Reglamento Interior. Considerando 
al propio servicio como un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, que tiene a su cargo el ejercicio de las atribuciones y el despacho de los 
asuntos que le otorgan la Ley, es que se le refiere como parte importante del conjunto de 
normas que regulan algunas actividades del sector social.  

g). Código Civil Federal. Este ordenamiento, tiene incidencia en el tema del agrupamiento 
social, puesto que refiere que la Asociación Civil es un contrato por medio del cual, un grupo de 
individuos convienen en reunirse para realizar un fin común que no esté prohibido por la ley y 
que no tenga carácter preponderantemente económico. En este sentido, también colabora con 
su adecuada puesta en marcha.  
  
h). Código Fiscal de la Federación. Cuando se trata de impuestos, el Código Fiscal de la 
Federación es un documento básico, puesto que en su contenido integra las obligaciones 
fiscales de los contribuyentes, así como refiere de manera general el proceso de fiscalización en 
México. Por lo que para hablar de organizaciones de la sociedad civil, necesariamente se debe 
considerar lo que al respecto refiere este Código.  

De esta forma resalta que en su artićulo 33 del ordenamiento anterior, se hace referencia a las 
resoluciones que establecen ordenamientos de carácter general, mismas que se publican 
anualmente, agrupándolas de manera que facilitan su conocimiento por parte de los 
contribuyentes.  

i). Códigos Civiles Estatales. Es menester reconocer que una vez que las asociaciones civiles 
se constituyen legalmente, se hacen acreedoras a que se les reconozca su personalidad jurídica, 
su denominación, el objeto social que les da vigencia, el patrimonio con el que habrán de 
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funcionar, su domicilio formal, así como los derechos y las obligaciones que adquirirán al 
formar parte de la misma. 
  
De esta manera, las asociaciones civiles tendrán como uno de sus principales sustentos de 
operación, lo establecido en las disposiciones contenidas en el Código Civil de la Entidad 
Federativa donde se encuentre su ubicación.  

j). Resoluciones de la Miscelánea Fiscal. De suma utilidad es conocer, que para cada año fiscal 
se presenta una Miscelánea fiscal y sus anexos. En este documento, que es publicado en el Diario 
Oficial de la Federación, se agrupan aquellas disposiciones de carácter general, aplicables a 
impuestos, productos, aprovechamientos, contribuciones de mejoras y derechos federales, 
excepto a los relacionados con el comercio exterior. 

k). Estatutos Sociales. Para efectos de este proyecto, estamos entendiendo a los estatutos 
sociales, como el conjunto de normas por las que se rige el funcionamiento corporativo de una 
sociedad. Esto quiere decir que en esencia, son los acuerdos entre los socios que integran la 
organización y además son los elementos que norman los aspectos básicos de la institución, 
puesto que en ellos se integran los pormenores de sus principales relaciones con diversos 
sectores, entre los que se encuentran terceras personas, incluyendo también las características 
de su forma de organizarse, su integración, dirección y control, así como la forma en que 
deberán disolverse o liquidarse en su momento, señalamientos que deberán encontrarse 
plasmadas en la escritura constitutiva que les da vigencia.  
 

III. Marco Conceptual.  
Otro elemento importante a desarrollar en este estudio, es el que se correlaciona con el marco 
de referencia conceptual, toda vez que los firmantes de este proyecto, consideramos que la 
exposición de motivos tendrá un mejor sustento, si se desarrollan con amplitud las expresiones 
contenidas en el mismo.  

En este orden de ideas, tenemos que para efectos de esta Iniciativa con Proyecto de Decreto, se 
entenderá como Asociación Civil, a toda aquella persona jurídica sin fines de lucro, 
conformada por personas reunidas con un objeto social, el cual no debe ser contrario al interés 
general del bien común. Paralelamente al detalle anterior, se refiere como información de 
soporte, que cuando se constituyen de manera legal las asociaciones civiles, cuentan para su 
mejor desarrollo, con personalidad jurídica, denominación, patrimonio, domicilio, derechos y 

obligaciones, distintos de los de los asociados que la integran.  
  
Otros conceptos complementarios de autores diversos, refieren a la Asociación Civil, como una 
organización, que si bien es cierto cuenta con personalidad jurídica, debe mantener la 
característica de no tener ánimos de lucro, y que sus esfuerzos deben estar orientados hacia  
fines culturales, educativos, deportivos, divulgativos, etc.   
  
Dicho de otro modo, las asociaciones civiles son una forma de organización privada con fines 
altruistas, que responden a sus propios estatutos -recogidos por escrito, en un documento 
constitutivo- que se gestionan paralelamente de manera autónoma, aunque de forma definitiva 
se encuentran sometidas, como cualquier otra organización de enfoques similares, a los 
designios, especificaciones y normas que señalan las leyes correspondientes en la materia. 
 
En cuanto a las diferencias entre asociación civil y sociedad civil, es preciso señalar que éste 
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último término, posee un significado que pudiera llegar a considerarse como lejano, toda vez 
que más bien es propio de las ciencias políticas, puesto que la sociedad civil es el conjunto de 
las fuerzas civiles de la sociedad. Además, en muchos ámbitos legales, la diferencia de las 
asociaciones civiles es que éstas no tienen fines de lucro, en contraposición a lo que se conoce 
como sociedades civiles, que si tienen fines económicos.  

Esta distinción puede ser menos clara de lo que pareciera, en los casos en que una actividad 
benéfica pudiera llegar a ser, al mismo tiempo, rentable o capitalizable, pero es a nuestro juicio 
importante señalar la diferencia, sobre todo en el momento de rendir tributos al Estado, y esto 
es así porque en un sentido muy amplio, tanto las sociedades civiles como las asociaciones 
civiles persiguen fines altruistas, pero las primeras lo hacen con un interés comercial, mientras 
que las segundas reinvertirán lo ganado en la propia asociación. 

Para los efectos anteriores y para darle un mayor enfoque hacia la formalidad, lo usual es que 
las personas que integran un organismo del tipo de asociación civil, se den a la tarea de firmar 
un contrato de asociación, que convenientemente deberá ser registrado ante un notario y 
debe contar con la formalidad necesaria, mediante una escritura de carácter público. De esta 
manera, este contrato se reviste de una gran utilidad, puesto que en sus normas se establecen 
entre otras temáticas, los contenidos, el objeto, así como los estatutos sociales que habrán de 
regir a la asociación, sin omitir por supuesto, los derechos y obligaciones de los asociados, entre 
otros detalles de fondo y forma.  
  
Por otro lado, vale la pena puntualizar con mayor precisión, lo que normalmente se entiende 
como personas morales con fines no lucrativos, frase que hace alusión a todas aquellas 
personas morales que no persiguen fines de lucro. Así tenemos por ejemplo, a las sociedades 
de inversión, a las administradoras de fondos para el retiro, los sindicatos, las cámaras de 
comercio e industria, los colegios de profesionales, las instituciones de asistencia o 
beneficencia, así como a las asociaciones civiles sin fines de lucro, es decir, que en este tipo de 
organizaciones, están compendiadas todas las personas morales que no tienen como objetivo 
principal, generar ganancias económicas, como resultado de las actividades que llevan a cabo. 

En paralelo, resalta el tipo de instituciones que se han dado a la tarea de realizar las gestiones 
necesarias para ser consideradas como instituciones autorizadas para recibir donativos o 
como Donatarias Autorizadas, correspondiéndose con las organizaciones civiles o fideicomisos 
registrados ante el Servicio de Administración Tributaria SAT, y que por lo consiguiente se 
encuentran licenciados o autorizados para recibir donativos deducibles del Impuesto Sobre la 
Renta. Éstas organizaciones pueden ser, tanto Asociaciones Civiles, Sociedades Civiles, como las  
Instituciones de Asistencia Privada. 

Complementariamente se refieren al respecto del concepto anterior, las ventajas de 
Constituirse como donataria autorizada. Esto tiene que ver con que tributa para efectos 
fiscales como persona moral con fines no lucrativos, toda vez que puede recibir donativos sin 
límite, ya sea en efectivo o en especie. Lo anterior obedece, a que de manera general, una 
institución de esta naturaleza no es contribuyente del ISR, sin embargo su inclusión como 
donataria autorizada es una garantía, puesto que da certeza jurídica a sus potenciales donantes 
y les ayuda a percibir más donativos, de esta manera puede aplicar los donativos deducibles 
que reciba a otras actividades conferidas en su acta constitutiva, en sus estatutos o en los 
contratos del fideicomiso respectivo. Por otro lado, cuenta con la ventaja, de que con la 
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autorización previa, no paga impuestos al comercio exterior, esto aplicaría por la entrada al 
país, de todas aquellas mercancías que recibe en carácter de donación.    

Como consecuencia de haber logrado las autorizaciones como donataria autorizada, se 
adquiere el riesgo de perderlas, así es que en términos de lo que se conoce como la revocación 
de autorización, la institución encargada de aplicar este tipo de sanción, establece en la 
normativa respectiva, cual será, en su caso, el procedimiento de revocación, mismo que iniciará 
con un oficio que emite la autoridad, el SAT, indicando cual sería la causal de revocación. De 
esta forma, las Donatarias Autorizadas contarán con diez días hábiles para desvirtuarla. 
Agotado ese plazo, y una vez argumentadas las principales razones que llevaron a esa omisión, 
la autoridad emitirá la resolución correspondiente en un plazo no mayor a tres meses. 
 
Al respecto, existe coincidencia entre algunos expertos en la materia, en el sentido de que la 
Reforma Fiscal del año 2021, implicó grandes retos para las Donatarias Autorizadas, toda vez 
que de acuerdo con esa normativa, se les exige actualmente con un mayor énfasis en los detalles, 
lo cual les orienta a que evalúen con mayor cuidado el cumplimiento de todas las obligaciones, 
esto para evitar la posibilidad de que puedan incurrir en una causal de revocación. 
  
Respecto del tema de las organizaciones lecheras que se incluyen de manera específica en el 
proyecto, resulta preciso señalar, que es necesario conceptualizarlas en este apartado, por el 
solo hecho de que forman parte importante de la actividad de varias entidades federativas de 
la república mexicana. En este orden de ideas, se entiende que son todas aquellas instituciones, 
u organizaciones reconocidas, que aun variando en su tamaño, se constituyen como organismos 
sociales, ya sea de carácter internacional, nacional, regional o local, que pueden ser 
organizaciones formales o informales y que pueden llegar a pertenecer al sector público o al 
privado. Que comprenden por lo regular, a los distintos grupos u organizaciones productores 
de leche, entre las que se encuentran las cooperativas, los reguladores, los proveedores de 
insumos, los proveedores de servicios, los agentes de mercado, las organizaciones de 
investigación y desarrollo, las organizaciones no gubernamentales, las organizaciones 
comunitarias, así como los asociados en el desarrollo. 
  
Por lo que respecta a las asociaciones de alumnos, es menester referir para efectos de mayor 
entendimiento en su inclusión en este ocurso, que éstas son creadas por los mismos alumnos y 
que funcionan precisamente para ellos y que tienen entre sus principales finalidades la de 
atender sus requerimientos e inquietudes, ya sean de índole académica, de investigación, de 
resultados, así como de otros temas de interés general que sean de su competencia, esto de 
acuerdo con la comunidad educativa de la cual forman parte.   
  
Para el tópico de las becas de excelencia o de alto nivel, se tiene como una de las mejores 
referencias, que existen becas dirigidas específicamente a los alumnos que cuentan con un 
promedio destacado, por ser definitivamente alto, y porque se corresponden con los alumnos 
de más alto rendimiento académico y aquellos que sobresalen en diversos proyectos, como 
pueden ser en el área de investigación. Estas becas no solo reconocen el esfuerzo y la dedicación 
de los estudiantes, sino que también les brindan el apoyo financiero necesario para continuar 
su formación y alcanzar sus metas educativas y profesionales, por que es de suma utilidad 
incluirlos como parte de las posibles asociaciones y sus beneficios colaterales.  

Por lo que hace a los condominios de carácter comercial o de servicios, que forman parte 
de las propuestas de reforma del articulado, se tiene que para efectos de las modificaciones que 
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se están presentando, que fundamentalmente existe un enfoque hacia todos aquellos 
condominios que no son de carácter habitacional, sino que más bien se direccionan hacia una 
actividad de tendencia comercial o hacia la prestación de servicios, entendiendo que en el 
ámbito condominal, se comparte la copropiedad de ciertas áreas comunes y se requiere de 
reglas adicionales para poder hacer uso de ellas y en su caso, para la administración, el cuidado 
y el  mantenimiento de las mismas.   

III. OBJETIVOS DEL PROYECTO  
  

1. Se adicionan a la Ley del Impuesto sobre la Renta, algunas agrupaciones para que 
puedan constituirse como personas morales no contribuyentes del impuesto sobre la 
renta, entre las que se encuentran.  
  

a) Agrupaciones lecheras. En este sentido, de forma adicional a las agrupaciones ya 
existentes en la legislación, como lo son las Cámaras de Comercio e Industria, las 
agrupaciones agrícolas, ganaderas, pesqueras o silvícolas, así como los organismos que 
las reúnan, entre las que se localizan las instituciones de asistencia o de beneficencia, 
autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles, 
organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir donativos en los términos de 
la ley, se pretenden agregar las organizaciones lecheras, considerando que para esta 
actividad, resultaría de suma utilidad el contar con un mayor grado de especificidad en 
la legislación, esto por las facilidades que tendrían para lograr las autorizaciones y 
reconocimientos.   

  

b) Se anexa la categoría de los grupos vulnerables del sector salud. Lo que se pretende 
es que a los grupos ya señalados en la ley como lo son, los pueblos y comunidades 
indígenas, las afromexicanas y a los grupos vulnerables por edad, sexo o problemas de 
discapacidad, que tengan como beneficiarios a personas, sectores, y regiones de escasos 
recursos, que realicen actividades para lograr mejores condiciones de subsistencia y 
desarrollo, se adicionen los grupos vulnerables por aspectos de salud. 

  
Esta adición tiene que ver, con la importancia de este grupo poblacional, puesto que 
la vulnerabilidad social que se produce con la desprotección que tiene que hacer frente 
hacia las deficiencias por su estado general de salud debe ser plenamente atendida, 
considerando las consecuencias que esto conlleva en su vida diaria, en su trabajo, en sus 
relaciones sociales, condición que los hace altamente elegibles para brindarles la 
máxima asistencia posible, todo esto de manera complementaria a los apoyos que las 
instituciones públicas ya les estén prestando.  

  

c) Se adiciona el enfoque de la educación para la vida y el trabajo, al de orientación 
social, educación o capacitación para el trabajo, ya existentes en la redacción actual.  
  
No existe discusión en el enfoque, de que la educación es uno de los factores que más 
influye en el avance y progreso de las personas y de las sociedades en su conjunto. Este 
acuerdo radica en el reconocimiento de que este distintivo, además de proveer de los 
conocimientos necesarios para salir adelante, la educación también tiene que ver con el 
nivel de cultura que se puede llegar a desarrollar, el espíritu y la escala de valores que 
se maneja en cualquier situación. 
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El tema nodal de la propuesta es, que no solo nos educamos para obtener un empleo, o 
para lograr una forma de sobrevivencia; sino que debemos educarnos para tener una 
vida mejor y más plena, para que por un lado contemos con los satisfactores que harán 
que nuestra vida sea más fácil. Por tal motivo se considera pertinente adicionar este 
componente a la legislación, pretendiendo abarcar un entorno mayor al espectro de la 
educación en su conjunto.  

  

d) Se adicionan como personas morales no contribuyentes del impuesto sobre la 
renta a las asociaciones de alumnos cuyo objeto social se relacione 
exclusivamente con el fomento a la investigación científica y la obtención de 
becas de excelencia por alto aprovechamiento, conservándose en la Ley, la 
especificación de las asociaciones de padres de familia constituidas y registradas en los 
términos del Reglamento de Asociaciones de Padres de Familia de la Ley General de 
Educación. 
  
Es bien conocido que las Asociaciones civiles “becantes” se cuentan entre las más 
importantes que hasta la fecha se autorizan en México, por lo que resulta adecuado 
adicionar a la Ley, la posibilidad de que las asociaciones de alumnos puedan organizarse 
legalmente para allegarse de algunos beneficios, enfocados de manera exclusiva hacia 
aquellos que se orientan hacia la investigación científica y al alto rendimiento escolar.  

  

2. Se detallan las características con las que deben contar los copropietarios de 
condominios, para poder constituirse como Asociaciones Civiles. Este rubro tiene ver con  
que se dediquen exclusivamente a la administración de un inmueble de propiedad en 
condominio, siendo condición importante que cuenten con la orientación de carácter comercial 
o de servicios, siempre y cuando, que además de destinar cualquier posible remanente 
distribuible al cumplimiento de su objeto social, cumplan con las reglas de carácter general que 
emita el Servicio de Administración Tributaria y obtengan adicionalmente, con opinión previa 
y capacitación de la Procuraduría Social en el caso de la Ciudad de México, de los Centros de 
Justicia Alternativa en algunas entidades federativas, o de la autoridad análoga en la 
demarcación territorial de que se trate.   

  

3. Se adicionan la acción de prevención de los delitos, como parte de las actividades de 
las personas morales no contribuyentes del impuesto sobre la renta. Lo que se propone 
con esta adición, es que las instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por las 
leyes de la materia y organizadas sin fines de lucro, así como las sociedades o asociaciones 
civiles, organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir donativos en los términos de la 
Ley en la materia, dedicadas a las actividades como la promoción de la participación organizada 
de la población en las acciones que mejoren sus propias condiciones de subsistencia en 
beneficio de la comunidad o en la promoción de acciones en materia, no solo se refieran a la 
seguridad ciudadana, sino que abonen también hacia el ámbito de la prevención de los delitos.  
  
Lo que al respecto nos dicen las Naciones Unidas para la protección contra las drogas y el 
crimen, es que resulta muy favorable la adopción de medidas encaminadas a reducir el riesgo 
de que se produzcan delitos y sus posibles efectos perjudiciales para las personas y la sociedad, 
incluido el temor a la delincuencia, a través de intervenciones destinadas a influir en sus 
múltiples causas, motivo por el cual, será altamente recomendable el que las organizaciones 
que tienen enfoques análogos como su principal objeto social, cuenten con un espacio en la 
legislación de la Ley de la Impuesto sobre la Renta, que les permita obtener los beneficios que 
esto implica.  
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4. En el rubro de las Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por las leyes de 
la materia y organizadas sin fines de lucro, así como las sociedades o asociaciones civiles, 
organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley, 
dedicadas a diversas actividades, se amplía el monto de los ingresos del ejercicio inmediato 
anterior de los productores agrícolas y de artesanos, con ingresos en el ejercicio 
inmediato anterior, para quedar en hasta 6 veces el valor anual de la Unidad de Medida 
y Actualización -UMA- y además que se ubiquen en las zonas con mayor rezago del país de 
acuerdo con el Consejo Nacional de Población y que cumplan con las reglas de carácter general 
que emita el Servicio de Administración Tributaria.  
  
Lo anterior tiene que ver con el hecho de que en la actualidad, el monto alcanza hasta 4 veces 
el valor anual de la Unidad de Medida y Actualización, por lo que este cambio implica la 
posibilidad de que un mayor número de productores agrícolas y de artesanos cuenten con 
acceso a los trámites que les permitirán avanzar en su organización, de esta forma se verá 
fortalecido el sector social en el área geográfica en donde se localice la asociación de que se 
trate.  
  
5. En el ámbito de los requisitos para ser considerada como persona moral con fines no 
lucrativos, se amplía el plazo para que en los casos de revocación de la autorización o 
cuando su vigencia haya concluido y no se haya obtenido nuevamente o renovado la 
misma.  

  

Esto tiene que ver con registrarse como persona moral sin fines de lucro, con la consecuente 
autorización para poder expedir recibos deducibles de impuestos por los donativos que se 
reciban, para quedar dentro de los 15 meses siguientes a la fecha en que ocurran dichos 
eventos. Paralelamente se conserva la norma en la parte que se refiere a que deberá destinar la 
totalidad de su patrimonio a otras entidades autorizadas para recibir donativos deducibles del 
impuesto sobre la renta quienes deberán emitir el comprobante fiscal correspondiente por 
concepto de donativo, el cual no será deducible para efectos del impuesto sobre la renta. 

  
Actualmente la Ley del Impuesto sobre la Renta, refiere que los anteriores supuestos, deberán 
generarse dentro de los 12 meses siguientes a la fecha en que ocurran los eventos que nos 
ocupan.  

  
  

Otra ampliación de plazos para beneficiar a las organizaciones, es el que se determina para que 
los recursos que se deban destinar a otras donatarias autorizadas sean transmitidos para 
quedar en 9 meses contados a partir de que se concluya el plazo para obtener nuevamente la 

autorización, cuando ésta fue revocada o de la conclusión de la vigencia de la autorización. En 
la redacción actual, el plazo que se refiere el párrafo anterior es de 6 meses.  

Como referente se tiene, que en la última Resolución de la Miscelánea Fiscal, se contempla que 
la actualización del régimen y obligaciones fiscales de las organizaciones civiles y fideicomisos 
cuya autorización fue cancelada o revocada, y para los efectos de los artićulos 82, fracción V, 
tercer y último párrafo y 82-Quáter de la Ley del ISR, en los casos de cancelación o revocación 
de la autorización para recibir donativos deducibles, el SAT procederá a realizar la actualización 
del régimen fiscal y obligaciones de las organizaciones civiles y fideicomisos que hayan sido 
canceladas o revocadas de acuerdo a las disposiciones fiscales vigentes, a partir del diá 
siguiente a aquel en que surta efectos la notificación del oficio de revocación o cancelación 
respectivo.  
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A partir de la fecha de actualización, las organizaciones civiles y fideicomisos que hayan sido 
canceladas o revocadas deberán cumplir con las obligaciones que les correspondan conforme 
al Tit́ulo II de la Ley del ISR, lo que no las exime del cumplimiento de las obligaciones fiscales 
que tengan pendientes con motivo de la autorización.  

Por otro lado, las organizaciones civiles y fideicomisos que no hubieran recuperado su 
autorización para recibir donativos deducibles del ISR, por el mismo ejercicio fiscal en el que 
fueron revocadas o canceladas, no quedan relevadas de cumplir con la obligación de presentar 
la declaración informativa de transparencia, respecto del periódo del ejercicio en el que 
contaron con la citada autorización.  

       5. Se amplían los plazos para emitir el oficio a través del cual se le da a conocer a la 
donataria autorizada la causal de revocación, así como el plazo para que la autoridad 
fiscal emita la resolución correspondiente. De esta forma el Servicio de Administración 
Tributaria realizará el procedimiento de revocación de la autorización para recibir donativos 
deducibles del impuesto sobre la renta, realizando las acciones acostumbradas, como lo es la 
emisión del oficio a través del cual dará a conocer a la donataria autorizada la causal de 
revocación que se configure conforme al apartado anterior, otorgándole un plazo de treinta 
días hábiles siguientes a aquél en el que surta efectos la notificación de dicho oficio, a fin de 
que manifieste ante la autoridad fiscal lo que a su derecho convenga, aportando la 
documentación e información que considere pertinente para desvirtuar la misma. La 
redacción actual concede solamente diez días para llevar a cabo la actividad de referencia.  
  
Por otro lado se disminuye el plazo para que la autoridad fiscal emita la resolución             
correspondiente, en un lapso de tiempo que no excederá de dos meses contados a partir del 
día siguiente a aquél en que se agotó el tiempo referido. 

  
6. Para las asociaciones becantes, se detalla el orden de las autoridades facultadas para 
emitir la autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios. De esta forma se 
conserva la norma en el sentido de que las asociaciones o sociedades civiles, que se constituyan 
con el propósito de otorgar becas podrán obtener autorización para recibir donativos 
deducibles, siempre que cumplan con el requisito de que las becas se otorguen para realizar 
estudios en instituciones de enseñanza que tengan autorización o reconocimiento de validez 
oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, adicionándose expresamente 
la característica de que sean federales o estatales, o cuando se trate de instituciones del 
extranjero, éstas se encuentren reconocidas por el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 

  

7. Se amplía la definición del público a que deben dirigirse las becas de las 
organizaciones que cuentan con ese objeto social en su Constitución.  
  
Este cambio se refiere a que las becas deberán otorgarse mediante concurso abierto al público 
en general tal como se menciona en la redacción actual, o en su caso, se adiciona la opción de 
que las convocatorias también se dirijan al público relacionado con las actividades 
preponderantes que lleve a cabo la asociación o sociedad civil de que se trate. 
 
Con el cambio anterior, se pretende lograr una mayor especificidad dirigida al público que 
maneja actividades de beneficio o caridad determinadas, enfocadas a lograr una mayor 
amplitud en las convocatorias que se emitan.  
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IV. CUADRO COMPARATIVO  
  

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
“Dice” 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 
ADICIONA LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

“Debe decir” 
TÍTULO III 

DEL RÉGIMEN DE LAS PERSONAS MORALES CON FINES NO 
LUCRATIVOS 

  
Artículo 79. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta, las 

siguientes personas morales: 
  
I. Sindicatos obreros y los organismos que los agrupen. 
  
II. Asociaciones patronales. 
  
III. Cámaras de comercio e industria, agrupaciones agrícolas, 

ganaderas, pesqueras o silvícolas, así como los 
organismos que las reúnan. 

  
IV. Colegios de profesionales y los organismos que los 

agrupen. 
  
V. Asociaciones civiles y sociedades de responsabilidad 

limitada de interés público que administren en forma 
descentralizada los distritos o unidades de riego, previa 
la concesión y permiso respectivo. 

  
VI.  Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por 

las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles, 
organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir donativos en los 
términos de esta Ley, que tengan como beneficiarios a personas, 
sectores, y regiones de escasos recursos; que realicen actividades para 
lograr mejores condiciones de subsistencia y desarrollo a los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas y a los grupos vulnerables por 
edad, sexo o problemas de discapacidad, dedicadas a las siguientes 
actividades: 

Párrafo reformado DOF 01-04-2024 
  

a) La atención a requerimientos básicos de 
subsistencia en materia de alimentación, vestido o 
vivienda. 

  
b) La asistencia o rehabilitación médica o a la 

atención en establecimientos especializados. 
  
c) La asistencia jurídica, el apoyo y la promoción, para 

la tutela de los derechos de los menores, así como 
para la readaptación social de personas que han 
llevado a cabo conductas ilícitas. 

  
d) La rehabilitación de alcohólicos y 

farmacodependientes. 
  
e) La ayuda para servicios funerarios. 
  
f) Orientación social, educación o capacitación para 

el trabajo. 
  
g) Apoyo para el desarrollo de los pueblos y            

comunidades indígenas y afromexicanas. 
h) Aportación de servicios para la atención a grupos 

sociales con discapacidad. 
  
i) Fomento de acciones para mejorar la economía 

popular. 
  
VII. Sociedades cooperativas de consumo. 

TÍTULO III 
DEL RÉGIMEN DE LAS PERSONAS MORALES CON FINES NO 

LUCRATIVOS 
  

Artículo 79. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta, las 
siguientes personas morales: 

  
I. al II. … 
  
  
  
III. Cámaras de comercio e industria, agrupaciones agrícolas, 

ganaderas, lecheras, pesqueras o silvícolas, así como los 
organismos que las reúnan. 

  
IV. al V. … 
  
  
  
  
  
  
  
VI.  Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por 

las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles, 
organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir donativos en los 
términos de esta Ley, que tengan como beneficiarios a personas, 
sectores, y regiones de escasos recursos; que realicen actividades para 
lograr mejores condiciones de subsistencia y desarrollo a los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas y a los grupos vulnerables por 
edad, salud, sexo o problemas de discapacidad, dedicadas a las 
siguientes actividades: 

Párrafo reformado DOF 01-04-2024 
  

a) al e)  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
f) Orientación social, educación o capacitación para 

la vida y el trabajo. 
  

                    g) al i). … 
  
  
  
  
  
  
  

VII. al XIII. …  
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VIII. Organismos que conforme a la Ley agrupen a las 

sociedades cooperativas, ya sea de productores o de 
consumidores, así como los organismos cooperativos de 
integración y representación a que se refiere la Ley 
General de Sociedades Cooperativas. 

Fracción reformada DOF 08-12-2020 
  
IX. Sociedades mutualistas y Fondos de Aseguramiento 

Agropecuario y Rural, que no operen con terceros, 
siempre que no realicen gastos para la adquisición de 
negocios, tales como premios, comisiones y otros 
semejantes. 

  
X. Sociedades o asociaciones de carácter civil que se 

dediquen a la enseñanza, con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios en los 
términos de la Ley General de Educación, así como las 
instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, 
cuyo objeto sea la enseñanza, siempre que sean 
consideradas como instituciones autorizadas para recibir 
donativos deducibles en términos de esta Ley. 

  
XI.  Sociedades o asociaciones de carácter civil sin fines de 

lucro y autorizadas para recibir donativos deducibles en 
los términos de esta Ley, dedicadas a la investigación 
científica o tecnológica que se encuentren inscritas en el 
Registro Nacional de Instituciones Científicas y 
Tecnológicas. 

Fracción reformada DOF 08-12-2020 
  
XII. Asociaciones o sociedades civiles, organizadas sin fines 

de lucro y autorizadas para recibir donativos, dedicadas 
a las siguientes actividades: 

  
a) La promoción y difusión de música, artes plásticas, 

artes dramáticas, danza, literatura, arquitectura y 
cinematografía, conforme a la Ley que crea al 
Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura, así 
como a la Ley Federal de Cinematografía. 

  
b) El apoyo a las actividades de educación e 

investigación artísticas de conformidad con lo 
señalado en el inciso anterior. 

  
c) La protección, conservación, restauración y 

recuperación del patrimonio cultural de la nación, 
en los términos de la Ley Federal sobre 
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e 
Históricos y la Ley General de Bienes Nacionales; 
así como el arte de las comunidades indígenas en 
todas las manifestaciones primigenias de sus 
propias lenguas, los usos y costumbres, artesanías 
y tradiciones de la composición pluricultural que 
conforman el país. 

  
d) La instauración y establecimiento de bibliotecas 

que formen parte de la Red Nacional de Bibliotecas 
Públicas de conformidad con la Ley General de 
Bibliotecas. 

  
e) El apoyo a las actividades y objetivos de los museos 

dependientes del Consejo Nacional para la Cultura 
y las Artes. 

  
XIII. Las instituciones o sociedades civiles, constituidas 

únicamente con el objeto de administrar fondos o cajas de 
ahorro, y aquéllas a las que se refiera la legislación 
laboral, así como las sociedades cooperativas de ahorro y 
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préstamo a que se refiere la Ley para regular las 
actividades de las sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo. 

  
XIV. Asociaciones de padres de familia constituidas y 

registradas en los términos del Reglamento de 
Asociaciones de Padres de Familia de la Ley General de 
Educación. 

  
  
  
  
  
XV. Sociedades de gestión colectiva constituidas de acuerdo 

con la Ley Federal del Derecho de Autor. 
  
XVI. Asociaciones o sociedades civiles organizadas con fines 

políticos, o asociaciones religiosas constituidas de 
conformidad con la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto 
Público. 

  
XVII. Asociaciones o sociedades civiles, organizadas sin fines 

de lucro y autorizadas para recibir donativos deducibles 
en los términos de esta Ley, que otorguen becas, a que se 
refiere el artículo 83 de esta Ley. 

Fracción reformada DOF 08-12-2020 
  
XVIII. Asociaciones civiles de colonos y las asociaciones civiles 

que se dediquen exclusivamente a la administración de 
un inmueble de propiedad en condominio. 

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
XIX. Las sociedades o asociaciones civiles, organizadas sin 

fines de lucro y autorizadas para recibir donativos 
deducibles en los términos de esta Ley, que se 
constituyan y funcionen en forma exclusiva para la 
realización de actividades de investigación o 
preservación de la flora o fauna silvestre, terrestre o 
acuática, dentro de las áreas geográficas definidas que 
señale el Servicio de Administración Tributaria mediante 
reglas de carácter general, así como aquellas que se 
constituyan y funcionen en forma exclusiva para 
promover entre la población la prevención y control de la 
contaminación del agua, del aire y del suelo, la protección 
al ambiente y la preservación y restauración del 
equilibrio ecológico. 

Fracción reformada DOF 08-12-2020 
  
XX.  Las asociaciones y sociedades civiles, sin fines de lucro y 

autorizadas para recibir donativos deducibles en los 
términos de esta Ley, que comprueben que se dedican 
exclusivamente a la reproducción de especies en 
protección y peligro de extinción y a la conservación de 
su hábitat, siempre que además de cumplir con las reglas 
de carácter general que emita el Servicio de 
Administración Tributaria, se obtenga opinión previa de 
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

Fracción reformada DOF 08-12-2020 
  

  
  
  
  
XIV. Asociaciones de alumnos cuyo objeto social se 

relacione exclusivamente con el fomento a la 
investigación científica y la obtención de becas de 
excelencia por alto aprovechamiento, así como las 
asociaciones de padres de familia constituidas y 
registradas en los términos del Reglamento de 
Asociaciones de Padres de Familia de la Ley General de 
Educación. 

  
XV. al XVII. … 
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
XVIII. Asociaciones civiles de colonos. 
  

                    Las asociaciones civiles que se dediquen exclusivamente a la       
administración de un inmueble de propiedad en condominio de 
carácter comercial o de servicios, siempre que además de destinar 
cualquier posible remanente distribuible al cumplimiento de su 
objeto social, cumplan con las reglas de carácter general que emita 
el Servicio de Administración Tributaria y obtengan además, 
opinión previa y capacitación de la Procuraduría Social en el caso 
de la Ciudad de México, de los Centros de Justicia Alternativa en 
algunas entidades federativas, o de la autoridad análoga en la 
demarcación territorial de que se trate.   

  
  
XIX. al XXIV. … 
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XXI. Las sociedades de inversión especializadas de fondos 
para el retiro. 

  
XXII. Los partidos y asociaciones políticas, legalmente 

reconocidos. 
  
XXIII. La Federación, las entidades federativas, los municipios y 

las instituciones que por Ley estén obligadas a entregar al 
Gobierno Federal el importe íntegro de su remanente de 
operación. 

  
XXIV. Los organismos descentralizados que no tributen 

conforme al Título II de esta Ley. 
  
XXV. Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas 

por las leyes de la materia y organizadas sin fines de 
lucro, así como las sociedades o asociaciones civiles, 
organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir 
donativos en los términos de esta Ley, dedicadas a las 
siguientes actividades: 

  
a) La promoción de la participación organizada de la 

población en las acciones que mejoren sus propias 
condiciones de subsistencia en beneficio de la 
comunidad o en la promoción de acciones en 
materia de seguridad ciudadana. 

  
  
b) Apoyo en la defensa y promoción de los derechos 

humanos. 
  
c) Cívicas, enfocadas a promover la participación 

ciudadana en asuntos de interés público. 
  
d) Promoción de la equidad de género. 
  
e) Apoyo en el aprovechamiento de los recursos 

naturales, la protección del ambiente, la flora y la 
fauna, la preservación y restauración del equilibrio 
ecológico, así como la promoción del desarrollo 
sustentable a nivel regional y comunitario, de las 
zonas urbanas y rurales. 

  
f) Promoción y fomento educativo, cultural, artístico, 

científico y tecnológico. 
  
g) Participación en acciones de protección civil. 
  
h) Prestación de servicios de apoyo a la creación y 

fortalecimiento de organizaciones que realicen 
actividades objeto de fomento en términos de la 
Ley Federal de Fomento a las Actividades 
Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil. 

  
i) Promoción y defensa de los derechos de los 

consumidores. 
  
j) Apoyo a proyectos de productores agrícolas y de 

artesanos, con ingresos en el ejercicio inmediato 
anterior de hasta 4 veces el valor anual de la 
Unidad de Medida y Actualización, que se ubiquen 
en las zonas con mayor rezago del país de acuerdo 
con el Consejo Nacional de Población y que 
cumplan con las reglas de carácter general que 
emita el Servicio de Administración Tributaria. 

Inciso adicionado DOF 30-11-2016 
  
XXVI. Asociaciones Deportivas reconocidas por la Comisión 

Nacional del Deporte, siempre y cuando éstas sean 

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
XXV. Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas 

por las leyes de la materia y organizadas sin fines de 
lucro, así como las sociedades o asociaciones civiles, 
organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir 
donativos en los términos de esta Ley, dedicadas a las 
siguientes actividades: 
  
a) La promoción de la participación organizada de la 

población en las acciones que mejoren sus propias 
condiciones de subsistencia en beneficio de la 
comunidad o en la promoción de acciones en 
materia de prevención de los delitos y seguridad   
ciudadana. 

  
b) al i). … 
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
j) Apoyo a proyectos de productores agrícolas y de 

artesanos, con ingresos en el ejercicio inmediato 
anterior de hasta 6 veces el valor anual de la 
Unidad de Medida y Actualización, que se ubiquen 
en las zonas con mayor rezago del país de acuerdo 
con el Consejo Nacional de Población y que 
cumplan con las reglas de carácter general que 
emita el Servicio de Administración Tributaria. 

Inciso adicionado DOF 30-11-2016 

  
XXVI. … 
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miembros del Sistema Nacional del Deporte, en términos 
de la Ley General de Cultura Física y Deporte. 

  
Las personas morales a que se refieren las fracciones V, VI, VII, IX, X, 

XI, XIII, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXIV y XXV de este artículo, así como las 
personas morales y fideicomisos autorizados para recibir donativos 
deducibles de impuestos, y los fondos de inversión a que se refiere este 
Título, considerarán remanente distribuible, aun cuando no lo hayan 
entregado en efectivo o en bienes a sus integrantes o socios, el importe 
de las omisiones de ingresos o las compras no realizadas e 
indebidamente registradas; las erogaciones que efectúen y no sean 
deducibles en los términos del Título IV de esta Ley; los préstamos que 
hagan a sus socios o integrantes, o a los cónyuges, ascendientes o 
descendientes en línea recta de dichos socios o integrantes salvo en el 
caso de préstamos a los socios o integrantes de las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo a que se refiere la fracción XIII de 
este artículo. Tratándose de préstamos que en los términos de este 
párrafo se consideren remanente distribuible, su importe se disminuirá 
de los remanentes distribuibles que la persona moral distribuya a sus 
socios o integrantes. 

Párrafo reformado DOF 18-11-2015, 08-12-2020 
  
En el caso en el que se determine remanente distribuible en los 

términos del párrafo anterior, la persona moral de que se trate enterará 
como impuesto a su cargo el impuesto que resulte de aplicar sobre dicho 
remanente distribuible, la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente 
del límite inferior que establece la tarifa contenida en el artículo 152 de 
esta Ley, en cuyo caso se considerará como impuesto definitivo, 
debiendo efectuar el entero correspondiente a más tardar en el mes de 
febrero del año siguiente a aquél en el que ocurra cualquiera de los 
supuestos a que se refiere dicho párrafo. 

  
  
  
… 

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
… 

  
Artículo 82. Las personas morales con fines no lucrativos a que se 

refieren las fracciones VI, X, XI, XII, XIX, XX y XXV del artículo 79 de esta 
Ley, deberán cumplir con lo siguiente para ser consideradas como 
instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en los 
términos de esta Ley. 

  
I. Que se constituyan y funcionen exclusivamente como 

entidades que se dediquen a cualquiera de los fines a que 
se refieren las fracciones VI, X, XI, XII, XIX, XX y XXV del 
artículo 79 de esta Ley y que, de conformidad con las 
reglas de carácter general que al efecto expida el Servicio 
de Administración Tributaria, una parte sustancial de sus 
ingresos la reciban de fondos proporcionados por la 
Federación, entidades federativas o municipios, de 
donativos o de aquellos ingresos derivados de la 
realización de su objeto social. Tratándose de aquellas 
entidades a cuyo favor se emita una autorización para 
recibir donativos deducibles en el extranjero conforme a 
los tratados internacionales, además de cumplir con lo 
anterior, no podrán recibir ingresos en cantidades 
excesivas por concepto de arrendamiento, intereses, 
dividendos o regalías o por actividades no relacionadas 
con su objeto social. 

  
II. Que las actividades que desarrollen tengan como 

finalidad primordial el cumplimiento de su objeto social, 
sin que puedan intervenir en campañas políticas o 
involucrarse en actividades de propaganda. 

  
III. Las personas a que se refiere este artículo podrán realizar 

actividades destinadas a influir en la legislación, siempre 
que dichas actividades no sean remuneradas y no se 
realicen en favor de personas o sectores que les hayan 
otorgado donativos y además, proporcionen al Servicio 
de Administración Tributaria la siguiente información: 

  

  
Artículo 82. Las personas morales con fines no lucrativos a que se 

refieren las fracciones VI, X, XI, XII, XIX, XX y XXV del artículo 79 de esta 
Ley, deberán cumplir con lo siguiente para ser consideradas como 
instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en los 
términos de esta Ley. 

  
I. … 

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
II. Que las actividades que desarrollen tengan como 

finalidad primordial el cumplimiento de su objeto social, 
sin que puedan intervenir o poner en funcionamiento 
la realización de tareas, planes, recursos, o 
implementación de estrategias, que tengan que ver 
con campañas políticas, así como involucrarse en 
actividades de propaganda. 

  
III. al IV. …  
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a) La materia objeto de estudio. 

  
b) La legislación que se pretende promover. 
  
c) Los legisladores con quienes se realice las 

actividades de promoción. 
  
d) El sector social, industrial o rama de la actividad 

económica que se beneficiaría con la propuesta. 
  
e) Los materiales, datos o información que aporten a 

los órganos legislativos, claramente identificables 
en cuanto a su origen y autoría. 

  
f) Las conclusiones. 
  
g) Cualquier otra información relacionada que 

determine el Servicio de Administración Tributaria 
mediante reglas de carácter general. 

  
IV. Que destinen sus activos exclusivamente a los fines 

propios de su objeto social, por el cual hayan sido 
autorizadas para recibir donativos deducibles del 
impuesto sobre la renta, no pudiendo otorgar beneficios 
sobre el remanente distribuible a persona física alguna o 
a sus integrantes personas físicas o morales, salvo que se 
trate, en este último caso, de alguna de las personas 
morales o fideicomisos autorizados para recibir 
donativos deducibles de impuestos o se trate de la 
remuneración de servicios efectivamente recibidos. 

Fracción reformada DOF 08-12-2020 
  
V. Que al momento de su liquidación o cambio de residencia 

para efectos fiscales, destinen la totalidad de su 
patrimonio a entidades autorizadas para recibir 
donativos deducibles. 

  
En los casos de revocación de la autorización o cuando su 
vigencia haya concluido y no se haya obtenido 
nuevamente o renovado la misma, dentro de los doce 
meses siguientes a la fecha en que ocurran dichos 
eventos, se deberá destinar la totalidad de su patrimonio 
a otras entidades autorizadas para recibir donativos 
deducibles del impuesto sobre la renta quienes deberán 
emitir el comprobante fiscal correspondiente por 
concepto de donativo, el cual no será deducible para 
efectos del impuesto sobre la renta. 

Párrafo reformado DOF 08-12-2020 

  
Las personas morales a que se refiere el párrafo anterior 
tributarán en los términos y condiciones establecidos en 
el Título II de esta Ley. Los recursos que se deban destinar 
a otras donatarias autorizadas deberán ser transmitidos 
dentro del plazo de 6 meses contados a partir de que 
concluyó el plazo para obtener nuevamente la 
autorización cuando fue revocada o de la conclusión de la 
vigencia de la autorización. 

Párrafo reformado DOF 08-12-2020 
  
Lo dispuesto en el párrafo anterior también será aplicable 
en caso de que a una donataria autorizada se le apruebe 
su solicitud de cancelación de su autorización, quien 
deberá destinar todo su patrimonio a otra donataria 
autorizada para recibir donativos deducibles del 
impuesto sobre la renta y ésta última deberá emitir el 
comprobante fiscal correspondiente por concepto de 
donativo, el cual no será deducible para efectos del 
impuesto sobre la renta. 

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
V. Que al momento de su liquidación o cambio de residencia 

para efectos fiscales, destinen la totalidad de su 
patrimonio a entidades autorizadas para recibir 
donativos deducibles. 

  
  
En los casos de revocación de la autorización o cuando su vigencia 
haya concluido y no se haya obtenido nuevamente o renovado la 
misma, dentro de los 15 meses siguientes a la fecha en que ocurran 
dichos eventos, se deberá destinar la totalidad de su patrimonio a 
otras entidades autorizadas para recibir donativos deducibles del 
impuesto sobre la renta quienes deberán emitir el comprobante 
fiscal correspondiente por concepto de donativo, el cual no será 
deducible para efectos del impuesto sobre la renta. 

Párrafo reformado DOF 08-12-2020 

  
  
  

Las personas morales a que se refiere el párrafo anterior tributarán 
en los términos y condiciones establecidos en el Título II de esta Ley. Los 
recursos que se deban destinar a otras donatarias autorizadas deberán 
ser transmitidos dentro del plazo de 9 meses contados a partir de que 
concluyó el plazo para obtener nuevamente la autorización cuando fue 
revocada o de la conclusión de la vigencia de la autorización. 

Párrafo reformado DOF 08-12-2020 
  

             
  … 
  
  
  
  
  



  19 

Párrafo adicionado DOF 08-12-2020 
Fracción reformada DOF 30-11-2016 

  
VI. Mantener a disposición del público en general la 

información relativa a la autorización para recibir 
donativos, al uso y destino que se haya dado a los 
donativos recibidos y su patrimonio, así como al 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales, y en su caso, la 
información a que se refiere la  fracción II de este artículo, 
por el plazo y en los términos que mediante reglas de 
carácter general fije el Servicio de Administración 
Tributaria. 
  
En los casos en que a las personas morales con fines no 
lucrativos o a los fideicomisos se les haya revocado o no 
se les haya renovado la autorización para recibir 
donativos derivado del incumplimiento de la obligación 
de poner a disposición del público en general la 
información a que se refiere el párrafo anterior, deberán 
cumplir con la obligación a que se refiere dicho párrafo 
dentro del mes siguiente a aquel en que surtió efectos la 
notificación de la revocación o a aquél en el que se haya 
publicado la no renovación de la autorización, a través de 
los medios y formatos establecidos en las disposiciones 
de carácter general que para tal efecto emita la autoridad 
fiscal, y solo estarán en posibilidad de obtener una nueva 
autorización una vez que cumplan con la obligación 
omitida. 

Fracción reformada DOF 30-11-2016, 08-12-2020 

  
VII. Informar a las autoridades fiscales, a través de los medios 

y formatos electrónicos, que señale el Servicio de 
Administración Tributaria mediante reglas de carácter 
general, a más tardar el día 17 del mes inmediato 
posterior a aquel en el que se realice la operación, de los 
donativos recibidos en efectivo en moneda nacional o 
extranjera, así como en piezas de oro o de plata, cuyo 
monto sea superior a cien mil pesos. 

  
 La información a que se refiere esta fracción estará a 

disposición de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, en los términos del segundo párrafo del artículo 
69 del Código Fiscal de la Federación. 

  
VIII. Informar a las autoridades fiscales, en los términos que 

señale el Servicio de Administración Tributaria mediante 
reglas de carácter general, de las operaciones que 
celebren con partes relacionadas y de los servicios que 
reciban o de los bienes que adquieran, de personas que 
les hayan otorgado donativos deducibles en los términos 
de esta Ley. 

  
IX. Que cuenten con las estructuras y procesos de un 

gobierno corporativo, para la dirección y el control de la 
persona moral, de conformidad con las reglas de carácter 
general que emita el Servicio de Administración 
Tributaria. 

  
 Lo dispuesto en esta fracción sólo será aplicable 

tratándose de personas morales con fines no lucrativos 
con ingresos totales anuales de más de 100 millones de 
pesos o que tengan un patrimonio de más de 500 millones 
de pesos. 

Fracción adicionada DOF 30-11-2016 
  
Los requisitos a que se refieren las fracciones IV y V de este artículo, 

deberán constar en la escritura constitutiva de la persona moral de que 
se trate con el carácter de irrevocable. 

  

  
  
  
  
  
  
… 
  

  
  
  
  

  
  
  
… 
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
... 
  
  
  
  
  
  
  
  
… 
  
  
  
  
… 
  
  
  
  
  
  
  
… 
  
  
  
  
  
… 
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En todos los casos, las donatarias autorizadas deberán cumplir con 
los requisitos de control administrativo y de transparencia, que al efecto 
establezcan el Reglamento de esta Ley y las reglas de carácter general 
que al efecto emita el Servicio de Administración Tributaria. 

  
El Servicio de Administración Tributaria podrá revocar o no renovar 

las autorizaciones para recibir donativos deducibles en los términos de 
esta Ley, a las entidades que incumplan los requisitos o las obligaciones 
que en su carácter de donatarias autorizadas deban cumplir conforme a 
las disposiciones fiscales, mediante resolución notificada 
personalmente. Dicho órgano desconcentrado publicará los datos de 
tales entidades en el Diario Oficial de la Federación y en su página de 
Internet. 

  
Para los efectos del párrafo anterior, tratándose de las personas a 

las que se refieren los artículos 79, fracciones VI, X, XII y XXV, y 84 de 
esta Ley, salvo las instituciones de asistencia o de beneficencia 
autorizadas por las leyes de la materia, a las que se les revoque o no se 
les renueve la autorización, a partir de que surta sus efectos la 
notificación de la resolución correspondiente y con motivo de ésta, 
podrán entregar donativos a donatarias autorizadas sin que les sea 
aplicable el límite establecido por el artículo 27, fracción I, último 
párrafo de esta Ley durante el ejercicio en el que se les revoque o no se 
les renueve la autorización. 

  
Las fundaciones, patronatos y demás entidades cuyo propósito sea 

apoyar económicamente las actividades de personas morales 
autorizadas para recibir donativos deducibles en los términos de esta 
Ley, podrán obtener donativos deducibles, siempre que cumplan con los 
siguientes requisitos: 

  
a) Destinen la totalidad de sus ingresos a los fines para los 

que fueron creadas. 
  
b) Los establecidos en este artículo, salvo lo dispuesto en su 

fracción I. 

  
El requisito a que se refiere el inciso a) del párrafo anterior deberá 

constar en la escritura constitutiva de la persona moral de que se trate 
con el carácter de irrevocable. 

  

  

… 
  
  
… 
  
  
  
  
… 
  
  
  
  
  
  
  
  
… 
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
… 
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
… 
  

  
Artículo 82-Quáter. Para los efectos del párrafo cuarto del artículo 

82 de esta Ley, se estará a lo siguiente: 
  
A.  Son causales de revocación de la autorización para recibir 

donativos deducibles las cuales darán inicio al 
procedimiento de revocación: 
  
I.  Destinar su activo a fines distintos del objeto social 

por el que obtuvieron la autorización 
correspondiente, conforme a la fracción I del artículo 
82 de esta Ley. 

  
II. No expedir el comprobante fiscal que ampare los 

donativos recibidos o expedir comprobantes fiscales 
de donativos deducibles para amparar cualquier otra 
operación distinta de la donación. 

  
III. Cuando con motivo del ejercicio de las facultades de 

comprobación o de los expedientes, documentos o 
bases de datos del Servicio de Administración 
Tributaria o aquellas a las que tenga acceso o tenga 
en su poder dicho órgano administrativo 
desconcentrado, se conozca la actualización de 
cualquier hecho que constituya incumplimiento a las 

  
Artículo 82-Quáter. Para los efectos del párrafo cuarto del artículo 

82 de esta Ley, se estará a lo siguiente: 
  
A. … 
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obligaciones o requisitos que establezcan las 
disposiciones fiscales a cargo de las donatarias 
autorizadas. 

  
IV. Estar incluida en la lista a que se refiere el cuarto 

párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación. 

  
V.  Si el o los representantes legales, socios o asociados 

o cualquier integrante del Consejo Directivo o de 
Administración de una organización civil o 
fideicomiso que haya sido revocada su autorización 
por ubicarse en el supuesto referido en la fracción 
anterior, dentro de los últimos cinco años, forman 
parte de las organizaciones civiles y fideicomisos 
autorizados para recibir donativos deducibles 
durante la vigencia de la misma. 

  
VI. Encontrarse en el supuesto establecido en el último 

párrafo del artículo 80 de esta Ley. 
  
Las organizaciones civiles y fideicomisos cuya autorización 
para recibir donativos deducibles para efectos del impuesto 
sobre la renta haya sido revocada por las causales a que se 
refieren las fracciones I a V de este apartado, no podrán 
obtener nuevamente la autorización para recibir donativos 
deducibles, hasta en tanto no corrijan el motivo por el cual 
fueron revocadas o en su caso paguen el impuesto sobre la 
renta correspondiente. 
  
En el caso de que las organizaciones civiles y fideicomisos 
cuya autorización para recibir donativos deducibles para 
efectos del impuesto sobre la renta hayan sido revocadas 
en una ocasión por la causal a que se refiere la fracción VI 
de este apartado, no podrán obtener nuevamente la 
autorización y deberán destinar todo su patrimonio a otra 
donataria autorizada para recibir donativos deducibles del 
impuesto sobre la renta. 

  
B.  El Servicio de Administración Tributaria realizará el 

procedimiento de revocación de la autorización para recibir 
donativos deducibles del impuesto sobre la renta conforme 
a lo siguiente: 
  
I.  Emitirá oficio a través del cual dé a conocer a la 

donataria autorizada la causal de revocación que se 
configure conforme al apartado anterior, 
otorgándole un plazo de diez días hábiles siguientes 
a aquél en el que surta efectos la notificación de dicho 
oficio, a fin de que manifieste ante la autoridad fiscal 
lo que a su derecho convenga, aportando la 
documentación e información que considere 
pertinente para desvirtuar la misma. 

  
 Se admitirá toda clase de pruebas, excepto la 

testimonial y la confesional a cargo de las 
autoridades. Las pruebas se valorarán en los 
términos del artículo 130 del Código Fiscal de la 
Federación. 

  
  
  
II. Agotado el plazo a que se refiere la fracción anterior, 

la autoridad fiscal emitirá la resolución 
correspondiente en un plazo que no excederá de tres 
meses, contados a partir del día siguiente a aquél en 
que se agotó el referido plazo. 

  
  

  
  
  
  
  

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
B.  El Servicio de Administración Tributaria realizará el 

procedimiento de revocación de la autorización para recibir 
donativos deducibles del impuesto sobre la renta conforme 
a lo siguiente: 
  
I.  Emitirá oficio a través del cual dé a conocer a la 

donataria autorizada la causal de revocación que se 
configure conforme al apartado anterior, 
otorgándole un plazo de treinta días hábiles 
siguientes a aquél en el que surta efectos la 
notificación de dicho oficio, a fin de que manifieste 
ante la autoridad fiscal lo que a su derecho convenga, 
aportando la documentación e información que 
considere pertinente para desvirtuar la misma. 

  
 Se admitirá toda clase de pruebas, excepto la 

testimonial y la confesional a cargo de las 
autoridades. Las pruebas se valorarán en los 
términos del artículo 130 del Código Fiscal de la 
Federación. 

  
  
  
II. Agotado el plazo a que se refiere la fracción anterior, 

la autoridad fiscal emitirá la resolución 
correspondiente en un plazo que no excederá de dos 
meses, contados a partir del día siguiente a aquél en 
que se agotó el referido plazo. 
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III. La resolución señalada en la fracción que antecede se 

notificará de conformidad con las disposiciones 
fiscales aplicables. 

  

  
III. . … 

  

  
Artículo 83. Las asociaciones o sociedades civiles, que se 

constituyan con el propósito de otorgar becas podrán obtener 
autorización para recibir donativos deducibles, siempre que cumplan 
con los siguientes requisitos: 

  
I. Que las becas se otorguen para realizar estudios en 

instituciones de enseñanza que tengan autorización o 
reconocimiento de validez oficial de estudios en los 
términos de la Ley General de Educación o, cuando se 
trate de instituciones del extranjero, éstas se encuentren 
reconocidas por el Consejo Nacional de Ciencia y 
Tecnología. 

  
II. Que las becas se otorguen mediante concurso abierto al 

público en general y su asignación se base en datos 
objetivos relacionados con la capacidad académica del 
candidato. 

  
  
  
  
III. Que cumplan con los requisitos a los que se refieren las 

fracciones II a VIII del artículo 82 de esta Ley. 

  

  
Artículo 83. Las asociaciones o sociedades civiles, que se 

constituyan con el propósito de otorgar becas podrán obtener 
autorización para recibir donativos deducibles, siempre que cumplan 
con los siguientes requisitos: 

  
I. Que las becas sean federales o estatales y se otorguen 

para realizar estudios en instituciones de enseñanza que 
tengan autorización o reconocimiento de validez oficial 
de estudios en los términos de la Ley General de 
Educación, o cuando se trate de instituciones del 
extranjero, éstas se encuentren reconocidas por el 
Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 

  
II. Que las becas se otorguen mediante concurso abierto al 

público en general, o en su caso, al público relacionado 
con las actividades preponderantes que lleve a cabo 
la asociación o sociedad civil de que se trate  y su 
asignación se base en datos objetivos relacionados con el 
perfil, la experiencia, y la capacidad académica del 
candidato. 

  
III. . … 

  
V. PROPUESTA CONCRETA 

Es por lo anteriormente expuesto, que estamos presentando a consideración de esta Honorable 
Asamblea, la presente iniciativa con Proyecto de Decreto, que Reforma y Adiciona la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta, de manera tal que sea este Poder Legislativo, el conducto para el 
fortalecimiento de la misma.  

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, a 
saber:  

ARTÍCULO UNICO.- 
  

a) Se reforman: El artículo 82, numeral V, en sus segundo y tercer párrafos; El Artículo 
82-Quater, Apartado B, numerales I y II, todos ellos de la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta.  

  
b) Se adicionan: El Artículo 79, en sus numerales III, VI, VI inciso f), IX, XVIII, XXV en sus 

incisos a) y j); artículo 82, numeral II; Artículos 83, primer párrafo, numeral I y II todos 
ellos del Impuesto Sobre la Renta, para quedar como sigue:  
  

CAPÍTULO II 
  

DEL RÉGIMEN DE LAS PERSONAS MORALES CON FINES NO LUCRATIVOS 
  

Artículo 79. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta, las siguientes personas 
morales: 
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I. al II. … 
  
III. Cámaras de comercio e industria, agrupaciones agrícolas, ganaderas, lecheras, 

pesqueras o silvícolas, así como los organismos que las reúnan. 
  
IV. al V. … 
  
VI.  Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por las leyes de la materia, así 

como las sociedades o asociaciones civiles, organizadas sin fines de lucro y autorizadas para 
recibir donativos en los términos de esta Ley, que tengan como beneficiarios a personas, 
sectores, y regiones de escasos recursos; que realicen actividades para lograr mejores 
condiciones de subsistencia y desarrollo a los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas y a los grupos vulnerables por edad, salud, sexo o problemas de discapacidad, 
dedicadas a las siguientes actividades: 

Párrafo reformado DOF 01-04-2024 
  

a) al e)  
  
f) Orientación social, educación o capacitación para la vida y el trabajo. 
  

               g) al i). … 
  
VII al XIII. …  
  

XIV. Asociaciones de alumnos cuyo objeto social se relacione exclusivamente con el 
fomento a la investigación científica y la obtención de becas de excelencia por 
alto aprovechamiento, así como las asociaciones de padres de familia 
constituidas y registradas en los términos del Reglamento de Asociaciones de Padres 
de Familia de la Ley General de Educación. 

  
XV. al XVII. … 
  
XVIII. Asociaciones civiles de colonos. 
  

                    Las asociaciones civiles que se dediquen exclusivamente a la administración de un 
inmueble de propiedad en condominio de carácter comercial o de servicios, siempre que 
además de destinar cualquier posible remanente distribuíble al cumplimiento de su 
objeto social, cumplan con las reglas de carácter general que emita el Servicio de 
Administración Tributaria y obtengan además, opinión previa y capacitación de la 
Procuraduría Social en el caso de la Ciudad de México, de los Centros de Justicia 
Alternativa en algunas entidades federativas, o de la autoridad análoga en la 
demarcación territorial de que se trate.   

  
XIX. al XXIV. … 
  

  
XXV. Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por las leyes de la materia 

y organizadas sin fines de lucro, así como las sociedades o asociaciones civiles, 
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organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir donativos en los términos 
de esta Ley, dedicadas a las siguientes actividades: 
  

Inciso adicionado DOF 30-11-2016 
  

  
a) La promoción de la participación organizada de la población en las acciones que 

mejoren sus propias condiciones de subsistencia en beneficio de la comunidad 
o en la promoción de acciones en materia de prevención de los delitos y 
seguridad   ciudadana. 

  
b) al i). … 
  

j) Apoyo a proyectos de productores agrícolas y de artesanos, con ingresos en el 
ejercicio inmediato anterior de hasta 6 veces el valor anual de la Unidad de 
Medida y Actualización, que se ubiquen en las zonas con mayor rezago del país 
de acuerdo con el Consejo Nacional de Población y que cumplan con las reglas 
de carácter general que emita el Servicio de Administración Tributaria. 

  
Inciso adicionado DOF 30-11-2016 

  

XXVI. … 
  

            … 
  

Artículo 82. Las personas morales con fines no lucrativos a que se refieren las fracciones VI, 
X, XI, XII, XIX, XX y XXV del artículo 79 de esta Ley, deberán cumplir con lo siguiente para ser 
consideradas como instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en los términos 
de esta Ley. 

  
I.  … 
  

II. Que las actividades que desarrollen tengan como finalidad primordial el 
cumplimiento de su objeto social, sin que puedan intervenir o poner en 
funcionamiento la realización de tareas, planes, recursos, o implementación 
de estrategias, que tengan que ver con campañas políticas, así como involucrarse 
en actividades de propaganda. 

  
III. al IV. …  
  
V. Que al momento de su liquidación o cambio de residencia para efectos fiscales, 

destinen la totalidad de su patrimonio a entidades autorizadas para recibir 
donativos deducibles. 

  

En los casos de revocación de la autorización o cuando su vigencia haya concluido y no se 
haya obtenido nuevamente o renovado la misma, dentro de los 15 meses siguientes a la 
fecha en que ocurran dichos eventos, se deberá destinar la totalidad de su patrimonio a otras 
entidades autorizadas para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta quienes 
deberán emitir el comprobante fiscal correspondiente por concepto de donativo, el cual no 
será deducible para efectos del impuesto sobre la renta. 
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Párrafo reformado DOF 08-12-2020 

  
Las personas morales a que se refiere el párrafo anterior tributarán en los términos y 
condiciones establecidos en el Título II de esta Ley. Los recursos que se deban destinar a 
otras donatarias autorizadas deberán ser transmitidos dentro del plazo de 9 meses contados 
a partir de que concluyó el plazo para obtener nuevamente la autorización cuando fue 
revocada o de la conclusión de la vigencia de la autorización. 

  
Párrafo reformado DOF 08-12-2020 

  
        … 
  

Artículo 82-Quáter. Para los efectos del párrafo cuarto del artículo 82 de esta Ley, se estará 
a lo siguiente: 

  
A . … 
  

B.  El Servicio de Administración Tributaria realizará el procedimiento de revocación de 
la autorización para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta 
conforme a lo siguiente: 
  
I.  Emitirá oficio a través del cual dé a conocer a la donataria autorizada la causal de 

revocación que se configure conforme al apartado anterior, otorgándole un plazo 
de treinta días hábiles siguientes a aquél en el que surta efectos la notificación 
de dicho oficio, a fin de que manifieste ante la autoridad fiscal lo que a su derecho 
convenga, aportando la documentación e información que considere pertinente 
para desvirtuar la misma. 

  

 Se admitirá toda clase de pruebas, excepto la testimonial y la confesional a cargo 
de las autoridades. Las pruebas se valorarán en los términos del artículo 130 del 
Código Fiscal de la Federación. 

  
II. Agotado el plazo a que se refiere la fracción anterior, la autoridad fiscal emitirá la 

resolución correspondiente en un plazo que no excederá de dos meses, contados 
a partir del día siguiente a aquél en que se agotó el referido plazo. 

  
III. . … 

  

  
Artículo 83. Las asociaciones o sociedades civiles, que se constituyan con el propósito de 

otorgar becas podrán obtener autorización para recibir donativos deducibles, siempre que 
cumplan con los siguientes requisitos: 

  
I. Que las becas sean federales o estatales, y que se otorguen para realizar estudios 

en instituciones de enseñanza que tengan autorización o reconocimiento de validez 
oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, o cuando se trate 
de instituciones del extranjero, éstas se encuentren reconocidas por el Consejo 
Nacional de Ciencia y Tecnología. 

  
     II. Que las becas se otorguen mediante concurso abierto al público en general, o en su 

caso, al público relacionado con las actividades preponderantes que lleve a 
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cabo la asociación o sociedad civil de que se trate y su asignación se base en datos 
objetivos relacionados con el perfil, la experiencia, y la capacidad académica del 
candidato. 

  
            III. . … 

  
  

Transitorios 
  
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
  
Segundo. El Poder Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 
de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal correspondientes 
contarán con noventa días hábiles a partir de la fecha de la publicación del presente decreto, 
para realizar las adecuaciones normativas conducentes. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.   

Palacio Legislativo de San Lázaro a los 09 días del mes de Diciembre del 2024. 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA 
LA FRACCIÓN XV DEL ARTÍCULO 30 DE LA LEY GENERAL DE 
EDUCACIÓN, EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN. 

El suscrito, Dr. Ricardo Monreal Ávila, diputado integrante del Grupo 
Parlamentario de MORENA en esta LXVI Legislatura del Congreso de la 
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II; y 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por los 
artículos 6, numeral 1, fracción I y 77 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, someto a consideración de esta soberanía la presente 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA 
LA FRACCIÓN XV DEL ARTÍCULO 30 DE LA LEY GENERAL DE 
EDUCACIÓN, en materia de combate a la corrupción, al tenor de la 
siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La corrupción se define como el abuso de poder encomendado para 
beneficio propio. Es, además, una de las principales preocupaciones de la 
ciudadanía, incluso por encima de la globalización o la migración.

En este contexto, el año 2018 marcó un parteaguas en el paradigma político 
de nuestro país con el fin del tan dañino sistema neoliberal y la llegada de la 
Cuarta Transformación. Este cambio representó la instauración de un 
modelo de bienestar y un sistema político que busca atender directamente 
las problemáticas y demandas de los grupos más vulnerables, aquellos que 
históricamente han sido olvidados.

Conscientes del respaldo en los resultados obtenidos, el 2 de junio más de 
36 millones de mexicanas y mexicanos acudieron a las urnas con el firme 
propósito de respaldar el proyecto de  continuidad, acompañar las reformas 
propuestas y consolidar el movimiento transformador.
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Uno de los temas principales dentro de la agenda legislativa, así como de la 
agenda presidencial es el de la erradicación de la corrupción. La Dra. 
Claudia Sheinbaum Pardo, primera presidenta en la historia de nuestro país, 
ha destacado al combate a la corrupción como uno de los ejes 
transversales, de atención prioritaria de su gobierno.

Dentro de su Proyecto de Nación “100 pasos para la Transformación”1, la 
Dra. Claudia Sheinbaum dedica un capítulo al Fortalecimiento de la 
Democracia y Gobierno Honesto, para cuyo cumplimiento la erradicación de 
la corrupción juega un papel crucial. Asimismo, señaló en el punto 12. 
Gobierno honesto y sin nepotismo2 que:

“Encabezaremos un gobierno honesto, honrado, sin 
influyentismos ni nepotismos, corrupción o impunidad […] No 
va a regresar el régimen de corrupción y de privilegios, 
nuestra guía será siempre la honradez y la honestidad3.”

Ahora bien, la educación tanto pública como privada ha sido reconocida 
como un derecho fundamental. Sin embargo, a pesar de su relevancia, los 
planes de estudio actuales no contemplan un modelo educativo que se 
enfoque en analizar y  estudiar la corrupción de manera integral. Este vacío 
en la formación académica de los estudiantes, impide que las nuevas 
generaciones desarrollen una comprensión profunda de las dinámicas 
corruptas que pueden afectar a la sociedad, limitando así, la capacidad para 
identificar, prevenir y erradicar prácticas corruptas en diversos ámbitos. 

Estás prácticas no solo se actualizan mediante lo previsto por el Código 
Penal, como el desvió de recursos, el cobro de lo indebido, cohecho o 

3 Presidencia de la República, Versión estenográfica. Mensaje de la presidenta de los Estados 
Unidos Mexicanos, Claudia Sheinbaum Pardo. 1 octubre 2024. Disponible en: 
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-mensaje-de-la-presidenta-de-los-es
tados-unidos-mexicanos-claudia-sheinbaum-pardo fecha de consulta: 9 diciembre 2024.

2 Gobierno de México. 100 Compromisos para el 2° Piso de la Transformación. Disponible en: 
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/948010/100_compromisos_GobMX_CSP.pdf 
fecha de consulta: 9 diciembre 2024

1 Sheinbaum Pardo, Claudia. 100 pasos para la Transformación.  Claudia Sheinbaum 2024-2030. 
Disponible en: https://claudiasheinbaumpardo.mx/proyectodenacionarchivo fecha de consulta: 09 
diciembre 2024.
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peculado, sino que de manera amplia puede entenderse como la concesión 
de beneficios a terceros a cambio de gratificaciones, extorsión a personas 
físicas y morales, tráfico de influencias, amiguismo, compadrazgo, exención 
de obligaciones y trámites, y el aprovechamiento de un cargo o función para 
lograr cualquier beneficio personal o de grupo4

El amplio espectro de conductas que encuadran en alguna modalidad de 
corrupción y su realización durante la época neoliberal, generó en nuestra 
sociedad el deterioro del tejido social que impacto negativamente en 
prácticamente todas las esferas de la vida pública y privada de nuestro país.

La encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental del Instituto 
Nacional de Estadística Geografía (INEGI)5 demuestran cómo en los últimos 
años la percepción sobre la frecuencia de la corrupción muestra una clara 
tendencia a la baja, como podemos ver en la gráfica que se reproduce a 
continuación. 

6

Gráfica 1. Percepción sobre la frecuencia de corrupción.

6 Ibidem.

5 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Encuesta Nacional de Calidad e Impacto 
Gubernamental, ENCIG-2023. Principales Resultados. Marzo 2024. Disponible en: 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/encig/2023/doc/encig2023_principales_resultados.
pdf fecha de consulta: 9 diciembre 2024.

4 Ibidem.
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Esto, como resultado del compromiso y la acertada implementación de 
políticas públicas llevadas a cabo de manera eficiente, además de la 
atención directa a las causas por parte de los gobiernos de la 
Transformación para combatir dicha problemática. 

Sin embargo, se estima que aun el 83% de las personas considera que los 
actos de corrupción son frecuentes o muy frecuentes. Asimismo, dicha 
fuente estima que alrededor del 14% de la población ha experimentado 
alguna vez corrupción al realizar trámites, pagos, solicitudes de servicios o 
al tener contacto con alguna persona servidora pública.

Además, el informe antes citado señala que el costo total a consecuencia de 
actos de corrupción en relación con la vida cotidiana de los hogares (pagos, 
trámites, multas) y no de las actividades que permiten el desarrollo de las 
unidades económicas o de personas servidoras públicas, alcanzó para el 
año de 2023, una cifra de casi 12 mil millones de pesos7.

Por su parte, la Encuesta Nacional de Confianza en la Administración 
Pública8 de INEGI, señala que la población de nuestro país, ve a la 
corrupción como uno de los principales problemas a futuro. Llama la 
atención que, en el contexto global actual, la corrupción es vista con mayor 
preocupación que las guerras, la desigualdad o el cambio climático por la 
población nacional, como vemos en la siguiente gráfica. 

8 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Encuesta Nacional de Confianza en la 
Administración Pública, ENCOAP 2023, principales resultados. Julio 2024. Disponible en: 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/encoap/2023/doc/encoap2023_resultados.pdf 
fecha de consulta: 09 diciembre 2024.

7 Ibidem.
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9

Gráfica 2. Problemas más importantes en México.

De acuerdo con la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito10, la corrupción es un fenómeno global que impacta a toda la 
población, especialmente a quienes se encuentran en situación de pobreza. 
Además, señala que la corrupción representa algo más grande que la 
desviación de recursos pues debilita el Estado de derecho y crea un entorno 
propicio para que los grupos del crimen organizado se desarrollen

Naciones Unidas estima el costo global de la corrupción en 2.6 billones de 
dólares cada año11, por lo que señala a esta actividad como uno de los 
mayores obstáculos para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible, 
debido a que dichos recursos podrían ser destinados para atender diversas 
necesidades de la población con el objetivo de mejorar el nivel de vida, 

11 Naciones Unidas. Cómo promueve la ONU un compromiso mundial en la lucha contra la 
corrupción. 12 diciembre 2023. Disponible en: https://news.un.org/es/story/2023/12/1526392 fecha 
de consulta: 10 diciembre 2024.

10 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. Erradicar la corrupción es vital para 
lograr el desarrollo sostenible. 17 diciembre 2019. Disponible en: 
https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/diciembre-2019/erradicar-la-corrupcin-es-vital-para-lograr
-el-desarrollo-sostenible.html fecha de consulta: 10 diciembre 2024.

9 Ibidem.
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como facilitar o mejorar el acceso a la vivienda, la salud, la educación y el 
agua12

La corrupción tiene presencia en los diversos ámbitos de la vida social y 
política. Y su crecimiento obedeció a diversos factores como el político que, 
como en el pasado, generó condiciones para el desarrollo de la corrupción; 
el jurídico, en el que la falta de instancias de procuración y administración 
de justicia eficaces y transparentes permitieron dichas conductas; el 
económico, grandes empresarios corrompen a funcionarios públicos debido 
a su alto poder económico y finalmente, cultural, en el que las prácticas 
arraigadas, heredadas de los gobiernos neoliberales han impactado en la 
cultura de las personas al normalizar las conductas de corrupción.

Es por ello que como ya ha sido mencionado, cortar la corrupción de tajo no 
ha sido una tarea sencilla. A pesar de las acertadas políticas públicas 
implementadas y el combate frontal por parte de los gobiernos de la 
Transformación, la descomposición del tejido social provocada durante 
gobiernos neoliberales debido a la falta de una estrategia integral que 
atendieran las necesidades de la población, facilitó que está tan dañina 
conducta se arraigara en prácticamente todos los ámbitos de la vida 
cotidiana y política.

Esto provocó que nuestro país alcanzara su peor nivel en los instrumentos 
internacionales de medición tanto de corrupción como de Estado de 
Derecho; de acuerdo con Transparency International13 la corrupción en 
nuestro país se ha estabilizado tras la caída que provocó que alcanzará su 
peor nivel en el año de 2018 y según World Justice Project14 la corrupción 
es, históricamente, uno de los indicadores que más afectan a nuestro país 
en cuanto al grado de adherencia al Estado de Derecho.

14 Rold Justice Project. Rule of Law Index, Mexico. Disponible en: 
https://worldjusticeproject.org/rule-of-law-index/country/2024/Mexico/ fecha de consultas: 10 
diciembre 2024.

13 Transparency International. Corruption perceptions index, Mexico. Disponible en: 
https://www.transparency.org/en/cpi/2023/index/mex fecha de consulta: 10 diciembre 2024.

12 Op. Cit. Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. Erradicar la corrupción es vital 
para lograr el desarrollo sostenible
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Ambos indicadores coinciden en que uno de los principales problemas en 
materia de corrupción tiene que ver con el Poder Judicial, destacando 
Transparency International15 que la falta de independencia del Poder 
Judicial fomenta la impunidad de los corruptos y poderosos. 

En este sentido, las recientes reformas en materia de Poder Judicial vienen 
a ser implementadas en el momento más oportuno, estos instrumentos 
legislativos dotarán de legitimidad, confianza y transparencia a una 
institución en donde se ha visto más arraigada esta práctica.

Seis años de la entrada en vigor de este nuevo paradigma político han 
ayudado a la estabilización y a que este fenómeno no se profundice más, 
propiciando un clima social y político adecuado para implementar medidas 
que reviertan la situación en búsqueda de erradicar estas conductas.

El amplio espectro a través del cual la corrupción se hace presente, 
demuestra como su atención debe ser abordada mediante un enfoque 
integral. Esto, no solo con el fin de perseguirlo sino de prevenirlo y atenderlo 
de manera anticipada para finalmente erradicarlo.

Nos encontramos en el momento más propicio para dar fin a la corrupción, 
uno de los mayores retos de nuestra sociedad. Es por ello que la presente 
propuesta busca atender esta problemática con un enfoque preventivo 
desde temprana edad, a través de la educación.

Se considera a la educación como una herramienta eficaz no solo para 
prevenir el avance y profundización de esta conducta en nuestra sociedad 
sino para a través de la propagación de una cultura de la legalidad, 
erradicar esta actividad por completo. 

Sabemos que la educación resulta más que únicamente un recurso de 
aprendizaje, sino que es la base para desarrollar una conciencia cívica, 

15 Transparency International. 2023 corruption perceptions index for the Americas reveals 
judiciary´s struggle for Independence. 30 enero 2024. Disponible en: 
https://www.transparency.org/en/press/2023-corruption-perceptions-index-americas-judiciary-struggl
e-for-independence fecha de consulta: 10 diciembre 2024
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transformar comportamientos y fomentar la cultura de la honestidad y el 
respeto a la Ley.

En este sentido, el párrafo cuarto del artículo 3 de nuestra Constitución 
Federal establece que la educación deberá promover la honestidad y los 
valores además de fomentar el amor a la patria y el respeto a los derechos 
humanos. 

Asimismo, Ley General de Educación señala entre los objetivos de la nueva 
escuela mexicana el desarrollo humano integral del educando16, por lo que 
se establece que para la prestación de los servicios educativos se deberá 
fortalecer el tejido social para evitar la corrupción, a través del fomento de la 
honestidad y la integridad17, para lo cual se fomentará una educación 
basada en la responsabilidad ciudadana, sustentada en valores como la 
honestidad, la justicia, la solidaridad18, entre otros.

Es en consonancia con dichos preceptos normativos que se considera a la 
educación como el medio idóneo para atacar de origen al enemigo público 
número uno1920, de nuestro país: la corrupción.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

Por lo anteriormente sustentado, la presente iniciativa tiene como objeto 
principal garantizar que, desde la Ley General de Educación, se establezca 
como elemento obligatorio dentro de los contenidos de los planes y 
programas de estudio, la promoción de la erradicación de la corrupción, 

20 Casar, María Amparo. La corrupción: enemigo público #1. En Instituto Mexicano para la 
Competitividad A. C. La corrupción en México: Transamos y no avanzamos. Disponible en: 
https://imco.org.mx/indices/la-corrupcion-en-mexico/ fecha de consulta: 10 diciembre 2024.

19 Banco Mundial. La corrupción es el “enemifgo público número uno” de los países en desarrollo, 
afirmó Jim Yong Kim, presidente del Grupo del Banco Mundial. 19 diciembre 2013. Disponible en: 
https://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2013/12/19/corruption-developing-countries-
world-bank-group-president-kim fecha de consulta: 10 diciembre 2024.

18 Fracción III, artículo 13, Ley General de Educación
17 Fracción III, artículo 12, Ley General de Educación
16 Artículo 11 Ley General de Educación.
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entendida ésta como una práctica perniciosa tanto para la sociedad como 
para el Estado Mexicano.

En este sentido, los contenidos educativos que sean impartidos por el 
Estado, sus organismos descentralizados y cada uno de los particulares que 
cuenten con la autorización de la autoridad educativa para tales fines, 
deberán incorporar esta perspectiva, de manera que se fomenten 
efectivamente conductas y valores que permitan a los educandos adquirir 
conciencia respecto de los perjuicios que ha provocado este fenómeno.

Así, se propone modificar la fracción XXI del artículo 30 de la Ley General 
de Educación, en el sentido de incluir dentro de los planes y programas de 
estudio la erradicación de la corrupción definiéndose como una práctica 
perniciosa para la sociedad y el Estado mexicano,

La presente propuesta busca robustecer las acciones y políticas públicas 
implementadas por los gobiernos de la transformación, así como el marco 
normativo en materia de combate a la corrupción. Todo ello con el objeto de 
fortalecer y acompañar la estrategia de nuestra presidenta, la Dra. Claudia 
Sheinbaum Pardo y su compromiso por consolidar una sociedad honesta, 
erradicar la corrupción e impedir que regrese el régimen de corrupción, ello 
desde su atención temprana.

CUADRO COMPARATIVO

A continuación presenta el siguiente cuadro comparativo para clarificar sus 
alcances:

Ley General de Educación
Texto vigente Propuesta de reforma

Artículo 30. …

I. a XIV. …

Artículo 30. …

I. a XIV. …



10
RICARDO MONREAL ÁVILA

DIPUTADO FEDERAL

XV. El fomento de la cultura de 
la transparencia, la 
rendición de cuenta, la 
integridad, la protección de 
datos personales, así como 
el conocimiento en los 
educandos de su derecho al 
acceso a la información 
pública gubernamental y de 
las mejores prácticas para 
ejercerlo; 

XXI. a XXV. …

XV. El fomento de la cultura de 
la transparencia, la 
rendición de cuenta, la 
integridad, la protección de 
datos personales, la 
erradicación de la 
corrupción, así como el 
conocimiento de los 
educandos sobre el 
derecho de acceso a la 
información pública 
gubernamental y las 
mejores prácticas para 
ejercerlo;

XVI. a XXV. …

Con base en las razones expuestas y con fundamento en lo dispuesto por 
los artículos 71, fracción II; y 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y por los artículos 6, numeral 1, fracción I y 77 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a consideración de esta 
Asamblea la presente Iniciativa con proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XV DEL 
ARTÍCULO 30 DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, EN MATERIA DE 
COMBATE A LA CORRUPCIÓN.

Artículo Único. Se reforma la fracción XV del artículo 30 de la Ley General 
de Educación, para quedar como sigue:
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Artículo 30. …

I. a XIV. …

XV. El fomento de la cultura de la transparencia, la rendición de cuenta, la 
integridad, la protección de datos personales, la erradicación de la 
corrupción, así como el conocimiento de los educandos sobre el 
derecho de acceso a la información pública gubernamental y las 
mejores prácticas para ejercerlo;

XVI. a XXV. …

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados, a los 11 días del mes de 
diciembre del año 2024. 

Suscribe

Diputado Dr. Ricardo Monreal Ávila.
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